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o podemos más que mostrar nuestra satisfacción porque
por fin el submarino inventado por nuestro Ilustre Cartage-
nero Isaac Peral, está en el sitio que se merece resguar-

dado de vientos y lluvias y demás agresiones de la naturaleza,
evitando que siguiera deteriorándose como estaba sucediendo
hasta la fecha.
Eran muchos los que pedían actuaciones en este sentido, inclui-
dos sus biógrafos y su propio sobrino nieto, lo cuales lamentaban
además en su biografía como este gran INGENIERO, sufrió el
acoso y el desprestigio de determinadas autoridades de su épo-
ca, que obstaculizaron su proyecto con todo tipo de trabas y de-
nunciando como en su momento no contó con los apoyos institu-
cionales que hubiera necesitado, él y su proyecto. Por eso la
prensa de la época lamentó que el submarino no hubiera estado
operativo, cuando sufrimos el ataque en 1.898 de la armada ame-
ricana y con ello la pérdida de Cuba como colonia española, y por
eso nuestro ilustre inventor tuvo que emigrar a Alemania en don-
de si le reconocieron sus méritos hasta su muerte.
Salvando las distancias, hoy nos encontramos con que nuestros
ingenieros lamentablemente también tienen que emigrar a Alema-
nia, para encontrar trabajo y para que se les reconozcan sus mé-
ritos, porque en España muchos de ellos, o no encuentran traba-
jo o si lo encuentran les ofrecen retribuciones ridículas para sus
méritos profesionales, que en algunos casos, y esto es verídico,
no superan los 450 €. Lamentable.
Y salvando las distancias por supuesto, nosotros seguimos espe-
rando que por fin se nos coloque en el sitio que nos merecemos,
con el reconocimiento que hace demasiado tiempo ya venimos
demandando y no sigamos sufriendo los obstáculos y la falta de
decisión de la Institución que de una vez por todas debiera apro-
bar la Ley que tanto tiempo venimos demandando.
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5 DE FEBRERO DE 2014
APERTURA DEL ACTO:Dª. Mª Belén Ruiz
Martínez (Directora de UMIVALE de Carta-
gena)
CONFERENCIA:”CONTENIDO SOCIAL DE
LAS NORMAS DE CIERRE DE 2013 Y
APERTURA DE 2014”
I.- Real-Decreto Ley 16/2013, sobre contrata-
ción estable y empleabilidad:
-Modalidades de contratación: contrato de
trabajo a tiempo parcial, contrato para la for-
mación, contrato indefinido de apoyo a em-
prendedores.
-Periodo de prueba
-Jornada de trabajo: distribución irregular; re-
ducción por cuidado de hijos.
-Empresas de Trabajo Temporal
-Despido colectivo de mayores de 50 años.

-Cotización: trabajo a tiempo parcial; base de
cotización; autónomos.
-Una reforma anunciada y puesta en prácti-
ca: la reducción de modelos de contrato de
trabajo.
II.-Ley 22/2013, de 23 diciembre, de Presu-
puestos Generales del Estado:
-Seguridad Social: prestaciones y cotización.
-Estructura y gestión del sistema
-Responsabilidad FOGASA en despidos ob-
jetivos
-Sector público, política de empleo y otras
cuestiones
III.- Otras novedades: factor sostenibilidad e
índice de revalorización ;SMI ;contingente
extranjeros, etc.
PONENTE: ILMO. SR. D.  FAUSTINO CA-
VAS MARTINEZ . (Catedrático de Derecho
del Trabajo y de la Seguridad Social de la

Universidad de Murcia. Magistrado (supl.) del
TSJ de la Región de Murcia, Decano de la
Facultad de Derecho de la UMU).
LUGAR: SALON DE ACTOS DE CAJA-
MURCIA. Puertas de Murcia, s/n. Cartagena
ORGANIZA: ASOCIACIÓN DE GRADUA-
DOS SOCIALES DE LA COMARCA DE
CARTAGENA.
COLABORA: CAJAMURCIA Y UMIVALE
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26 DE MARZO DE 2014.
BIENVENIDA Y ACTO DE APERTURA: 
D. José Moreno Hernández. Presidente de la
Asociación de Graduados Sociales de la Co-
marca de Cartagena.
D. Fernando Pedreño Molina. Delegado MC
MUTUAL Cartagena
CONFERENCIA:
"TARIFA PLANA'' EN LA CONTRATACIÓN
INDEFINIDA Y PROTECCIÓN DE LOS
TRABAJADORES A TIEMPO PARCIAL.
"CRET@, NUEVO SISTEMA DE CON-
TROL DE RECAUDACIÓN POR TRABA-
JADOR"

I.- Ley 1/2014, de 28 de Febrero y R.D. Ley
3/2014, de 28 de Febrero
II.- CRET@, nuevo sistema de control de re-
caudación por trabajador
PONENTES:
ILTMO. SR. D.FAUSTINO CAVAS MARTI-
NEZ. Catedrático de Derecho del Trabajo y
de la Seguridad Social de la Universidad de
Murcia. Decano de la Facultad de Derecho
de la UMU y Magistrado suplente del TSJ de
la Región de Murcia. 
Dª. CRISTINA SERRA ARIAS. Jefa de De-
partamento de Prestaciones Económicas de
MC MUTUAL.
LUGAR:

SALON DE ACTOS DE LA UNED EN CAR-
TAGENA, sito en C/Ingeniero de la cierva s/n
ORGANIZA:
ASOCIACION DE GRADUADOS SOCIA-
LES DE LA COMARCA DE CARTAGENA.
COLABORA: MC MUTUAL

23 DE ABRIL DE 2014.
BIENVENIDA Y ACTO DE APERTURA:
D. José Moreno Hernández. Presidente
de la Asociación de Graduados Socia-
les de la Comarca de Cartagena. D. Jo-
sé Mª Rodríguez Carretero. Director
Comercial del Grupo Albatros
JORNADA:
"NOVEDADES I.R.P.F. 2013/14"
1.- Análisis de la Orden 455/2004 de 24
de Marzo de 2014

2.- Aspectos más importantes de la ren-
ta del 2013
3.- Impuestos sobre el Patrimonio
PONENTE:
D. ALVARO LUIS PÉREZ SÁNCHEZ
(Jefe de Gestión AEAT de Cartagena).
LUGAR:
SALON DE ACTOS DE LA COEC. C/
Carlos III, s/n. Cartagena.
ORGANIZA:
ASOCIACIÓN DE GRADUADOS SO-
CIALES DE LA COMARCA DE 

CARTAGENA.
COLABORA: GRUPO ALBATROS
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14 DE MAYO DE 2014
JORNADA:
"VALOR LIBERATORIO DEL
FINIQUITO"
- Finiquito Privado en Baja Voluntaria
- Finiquito por Extinción de Contrato por
causas Objetivas
- Finiquito en Acta de Conciliación Judicial
y Extrajudicial
- Poder Liberatorio en General 

PONENTE:
IItmo. Sr. D. JOSE GRAU RIPOLL
(Magistrado del Juzgado de lo Social, nº3 de
Cartagena.).
LUGAR:
SALÓN DE ACTOS DE LA UNED C/Inge-
niero de la Cierva, s/n. Cartagena 
ORGANIZA:
ASOCIACIÓN DE GRADUADOS SOCIA-
LES DE LA COMARCA DE CARTAGENA.
COLABORA: UNED



«ES SORPRENDENTE LAPRESTACIÓN
DE SERVICIOS DE LAASOCIACIÓN,

ESPECIALMENTE LOS FORMATIVOS »
SERGIO TRIGUERO / ENFOQUE

La delegada de Hacienda en Cartagena
ejerce con dilgencia la dirección y coordi-
nación de esta delegación, agradeciendo
en este sentido la profesionalidad de los
funcionarios y personal laboral de la AE-
AT en la ciudad departamental, cuyo vo-
lumen de trabajo es muy amplio, espe-
cialmente en estos últimos años en los

que se acumulan los procesos de quie-
nes cesan su actividad empresarial por
la crisis, pero también los de aquellos
que deciden apostar por una nueva
aventura profesional. En esta entrevista
profundiza además en las novedades le-
gislativas que afectan a los graduados
sociales y analiza el papel importante
que desarrolla esta asociación en Carta-

gena, así como su vinculación con este
colectivo, del que aplaude su esfuerzo y
profesionalidad.
¿Cuáles son sus responsabilidades
como Delegada de Hacienda?
Por un lado me corresponde ejercer la
representación institucional de la Agen-
cia Tributaria en el ámbito de la Delega-
ción de Cartagena. Por otro lado, y des-
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de un punto de vista más técnico y labo-
ral, me corresponde ejercer la dirección,
coordinación y control de las dependen-
cias y unidades, así como la dirección
del personal que presta sus servicios
dentro de la Delegación de la AEAT de
Cartagena. No podemos olvidar que en
Cartagena tenemos una importante Ad-
ministración de Aduanas que también se
encuentra dentro de la AEAT, de manera
que el Delegado de la AEAT también
ejerce dicha dirección sobre esta oficina.
Del mismo modo me corresponde dirigir,
impulsar, coordinar y controlar la ejecu-
ción de los planes y objetivos asignados
a cada una de las dependencias. Se me
ocurren muchas otras funciones del de-
legado de la Agencia Tributaria: coordi-
nar actuaciones de mantenimiento de
seguridad y control de riesgos, manteni-
miento de instalaciones y servicios en los
edificios de la Agencia… Pero todas es-
tas labores y cualquier otra de dirección

no sería posible sin la ayuda y el trabajo
de todos y cada uno de los funcionarios y
personal laboral de la AEAT de Cartage-
na, ellos son verdaderos profesionales y
quienes hacen que los servicios que
prestamos al contribuyente sean los ade-
cuados, sin olvidar la existencia de los
Jefes de Dependencia que realizan su
labor de coordinación y dirección en ca-
da oficina. 
¿Afecta la crisis en el volumen de tra-
bajo en Hacienda?
Desde luego. El ciudadano tiene que
cumplir con sus obligaciones con la AE-
AT, obligaciones que van desde la cum-
plimentación y presentación de distintos
modelos de declaraciones, hasta el pago
de las distintas obligaciones o impues-
tos. En épocas como la actual, podemos
ver un mayor movimiento en el censo de
contribuyentes: empresas o profesiona-
les que cesan su actividad en situacio-
nes de crisis al ser incapaces de conti-

nuar con la misma, pero al mismo tiempo
nos encontramos con otros contribuyen-
tes que apuestan por nuevas actividades
que pueden representar la asunción de
un riesgo menor, por ejemplo actividades
de temporada o actividades con necesi-
dad de poca inversión inicial. Por otro la-
do y desde el punto de vista del pago de
los impuestos nuestra labor es facilitar
este trámite, y en este caso nos encon-
tramos posiblemente con una mayor so-
licitud de aplazamientos y de fracciona-
mientos de deudas. Esto puede significar
una mayor afluencia de clientes a nues-
tras oficinas: La mayoría de los contribu-
yentes, cuando tienen problemas econó-
micos y no pueden pagar los impuestos,
lo que hacen es declararlos y solicitar un
aplazamiento. Se trata de aplazar el pa-
go ante la AEAT y poder continuar con la
actividad. El contribuyente tiene que pre-
sentar en plazo la correspondiente autoli-
quidación y, en ese momento solicitar el

Mª Dolores Ortega García Delegada AEAT de  Cartagena.CARMEN SAURA / ENFOQUE
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aplazamiento o fraccionamiento de la
deuda. En el caso de deudas inferiores a
18.000 euros, el contribuyente no nece-
sita presentar garantía para que le sea
concedido el aplazamiento, lo cual agili-
za y permite la concesión de la mayoría
de estas solicitudes.
¿Qué consejos tributarios les daría a
los graduados sociales como profe-
sionales?
Los consejos tributarios que yo les pue-
da dar a los graduados sociales como
profesionales son los mismos que les
podría dar a cualquier otro colectivo:
abogados, asesores, economistas… En
la Agencia Tributaria estamos, en primer
lugar, para ayudar al contribuyente a
cumplir con sus obligaciones tributarias
y, en segundo lugar, para luchar contra el
fraude en aquellos casos en los que el
contribuyente no cumple con estas obli-
gaciones. Prestamos un servicio a la so-
ciedad, sin olvidar que nuestra misión
principal es realizar una aplicación efecti-
va del sistema tributario. Por ello el mejor
consejo que puedo dar es que hay que
hacer las cosas bien, y en caso de duda
acudir a nuestras oficinas y servicios de

información. Por otro lado no me puedo
resistir a otro consejo: la utilización de los
medios telemáticos en la medida de lo
posible, ello genera un mejor servicio al
ciudadano y desde luego al profesional y
un menor coste añadido, puesto que de-
saparecen muchos de los desplaza-
mientos a nuestras oficinas. En este sen-
tido tenemos que recordar que el ámbito
geográfico de la Delegación de la AEAT
de Cartagena se amplió hace años y
desde entonces atendemos a contribu-
yentes de Los Alcázares, Torre Pacheco
y Mazarrón. Especialmente en estos ca-
sos la atención de requerimientos y la
presentación de documentación por vía
telemática resulta cómoda para contribu-
yentes y profesionales.
¿Qué nuevas normas tributarias afec-
tan a los graduados sociales?
Los graduados sociales, como cualquier
otro tipo de profesionales que realizan
gestiones por cuenta propia o por cuenta
ajena ante la Administración Tributaria,
se encuentran en la actualidad con las
últimas novedades legislativas: 
- La Ley 16/2013 de 29 de Octubre, que
establece determinadas medidas en ma-

teria de fiscalidad medioambiental y
adopta otras medidas tributarias y finan-
cieras. En cuanto a la normativa tributa-
ria introduce modificaciones en la regula-
ción del Impuesto sobre Sociedades,
que inciden, además, en el ámbito del
Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas.
- El RD 828/2013 de 25 de Octubre, que
modifica las siguientes normas: el Regla-
mento del Impuesto sobre el Valor Añadi-
do, aprobado por el Real Decreto
1624/1992, de 29 de diciembre; el Re-
glamento General de desarrollo de la
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, Gene-
ral Tributaria, en materia de revisión en
vía administrativa, aprobado por el Real
Decreto 520/2005, de 13 de mayo; el
Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio,
por el que se aprueba el Reglamento
General de las actuaciones y los proce-
dimientos de gestión e inspección tribu-
taria y de desarrollo de las normas co-
munes de los procedimientos de aplica-
ción de los tributos y el Reglamento por
el que se regulan las obligaciones de
facturación, aprobado por el Real Decre-
to 1619/2012, de 30 de noviembre.
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- La Ley 14/2013 de 27 de Septiembre,
de apoyo a los emprendedores y su in-
ternacionalización, que contiene nove-
dades tributarias en el Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas, el Im-
puesto sobre Sociedades y el Impuesto
sobre el Valor Añadido.
No obstante yo creo que como principal
novedad interesa a todos el nuevo régi-
men de tributación del IVA de Caja que
ha sido tan demandado por empresarios
y profesionales en esta época de crisis, y
que se encuentra en la actualidad en bo-
ca de todos.
¿Participa de alguna forma con la
asociación? ¿Qué grado de vincula-
ción existe?
Verdaderamente mi participación con la
Asociación como tal se ha limitado a es-
ta presencia como invitada, a asistir a al-
guna de las conferencias que organiza.
A principios del pasado mes de noviem-
bre recibí la visita de los miembros de la
Directiva de la Asociación, una visita con
la que oficialmente se inicia mi "conoci-
miento" de esta Asociación. No obstante
en diversas ocasiones les he participa-
do, tanto a la Asociación como a los dis-
tintos colectivos y colegios de profesio-
nales de Cartagena, mi disposición co-
mo Delegada de la Agencia Tributaria
para tratar con ellos cualquier problema,
duda o sugerencia que consideraran ne-
cesaria. La Administración en su día a
día trabaja prestando servicios al ciuda-
dano, y en el caso de la Administración
Tributaria generalmente estos servicios
y esta relación con el contribuyente se
establece a través de distintos profesio-
nales que acuden a nuestras oficinas
como representantes de los contribu-
yentes.
¿Cuál es su relación con la asocia-
ción y por qué viene motivada? Me
consta que la Asociación de Graduados
Sociales de la Comarca de Cartagena
en los últimos años ha venido invitando
al Delegado de la AEAT de Cartagena a
distintas charlas y conferencias. En este
sentido, en el último año yo he sido invi-
tada como Delegada de la AEAT de Car-
tagena a asistir a algunas conferencias
organizadas por la propia Asociación, si

bien no he podido asistir nada más que
a una. En dicha jornada se contaba co-
mo ponente con D. Faustino Cavas Mar-
tínez (Decano de la Facultad de Dere-
cho), que trató las últimas novedades le-
gislativas en el ámbito laboral (medidas
de lucha contra el empleo irregular y
fraude a la Seguridad Social, Ley de Pre-
supuestos generales del Estado para
2013 y Reformas en los Sistemas Espe-
ciales de Seguridad Social de los Emple-
ados de Hogar y Trabajadores Agrarios).

Tengo que decir que esta conferencia
había suscitado mi interés tanto por el
dominio del ponente como por tratar te-
mas que van de la mano en el ámbito la-
boral y en el fiscal.
El pasado mes de octubre la Asociación
me invitó a otra conferencia, esta vez
del Director de la Administración de la
Tesorería General de la Seguridad So-
cial de Cartagena, D. Fausto Martínez
Pérez, al que conozco personalmente y
lamenté mucho no poder asistir, pues
me sentía bastante identificada con el
ponente en su labor de representante
de la Administración.
¿Cómo ve su objetivo de convertirse

en colegio oficial? Creo que el objetivo
de convertirse en colegio precisa de una
cobertura legal que en la actualidad aún
no se encuentra contenida en la norma-
tiva autonómica. Desconozco los por-
menores del camino seguido para ello.
La Comunidad Autónoma de la Región
de Murcia establece la normativa aplica-
ble para los Colegios Profesionales de
la Región de Murcia.
¿Qué le parece la labor que realiza la
asociación de graduados sociales de
la comarca de Cartagena y que desta-
ca de ella? Mi conocimiento de esta
Asociación es reciente, pero aún así
creo que se puede destacar por su
constante actividad. Como asociación
creo que se plantea, respondiendo de
manera efectiva, un enorme reto: la
prestación a sus asociados de una gran
variedad de servicios, sobre todo infor-
mativos, y para ello realiza una gran
cantidad de charlas, ciclos formativos,
conferencias y coloquios sobre distintos
temas de actualidad que puedan ser in-
teresantes para todos sus asociados.
Desarrolla una tarea divulgativa que,
desde luego, les ayuda a una continua
actualización, sobre todo en épocas co-
mo la actual, con gran cantidad de modi-
ficaciones normativas y procedimenta-
les que hacen necesaria una continua
"puesta a punto" de los distintos colecti-
vos de profesionales. En el caso de los
graduados sociales esta actualización
es necesaria y fundamental no sola-
mente en el terreno laboral, sino tam-
bién en el ámbito fiscal, ya que estos
profesionales realizan labores de aseso-
ramiento generalmente en estos dos
campos. Por otro lado la Administración,
en todas sus vertientes, trata de conse-
guir en la actualidad un mayor dinamis-
mo y, al mismo tiempo, dar un mejor ser-
vicio al ciudadano creando programas
de ayuda y cauces legales que le facili-
ten el acceso a la administración elec-
trónica, existiendo distintos convenios
de colaboración con colectivos profesio-
nales que, como presentadores, aseso-
res, representantes, apoderados… se
acercan a las distintas administraciones
para realizar distintos trámites. 
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El Consejo de Ministros aprobó el pasa-
do viernes 28 de febrero el Real Decreto-
Ley 3/2014, de medidas urgentes para el
fomento del empleo y la contratación in-
definida, que establece la tarifa plana en
la cotización a la Seguridad Social du-
rante los veinticuatro primeros meses de
contratación estable, condicionada al
mantenimiento en el empleo del trabaja-
dor durante ters años y a la creación ne-
ta de empleo.  La norma fue publicada
en el BOE del 1 de marzo y entró en vi-
gor al siguiente día, pero la medida ya
había sido anunciada el 25 de febrero
por el Presidente del Gobierno en el
transcurso del Debate sobre el estado de
la Nación. De hecho, la tarifa plana tiene
efecto retroactivo, pues resulta de aplica-
ción a las contrataciones indefinidas ce-
lebradas a partir de ese mismo día 25 de
febrero.
La nueva reducción se dirige a fomentar
la celebración de contratos indefinidos a
tiempo completo y a tiempo parcial,
siempre que éstos tengan una jornada
no inferior al 50% de la de un trabajador
a tiempo completo comparable. Quedan
comprendidos en el ámbito de la medida
los contratos celebrados entre el 25 de
febrero y el 31 de diciembre de 2014. 
Por lo demás, no estamos ante un pro-
grama selectivo de fomento de empleo,
diseñado para favorecer la contratación
de colectivos con mayores tasas de de-
sempleo y especiales dificultades para
incorporarse o retornar al mercado de
trabajo. Pueden acogerse a esta medida
cualesquiera empresas (salvo las públi-
cas), con independencia de su tamaño
laboral (no se reserva a las PYMES, sal-
vo la reducción adicional del 50%) y los
autónomos, que contraten por tiempo in-
definido a cualquier trabajador, indepen-
dientemente de su titulación, cualifica-
ción y situación en el mercado de trabajo

(no se exige que el contratado esté de-
sempleado e inscrito como demandante
de empleo), con lo que puede ocurrir que
esta medida acabe financiando igual-
mente el pluriempleo o la pluriactividad. 
CONTENIDO Y DINÁMICA DE 
LA MEDIDA
Se examina a continuación el contenido
concreto de la medida adoptada por el
Gobierno, la tarifa plana en contingen-
cias comunes por parte empresarial a la
Seguridad Social en contratación indefi-
nida a tiempo completo o a tiempo par-
cial.
A) La norma surte efectos a partir del 25
de febrero, siendo de aplicación, como
se dijo, a los contratos celebrados por
escrito desde esa fecha hasta el 31 de
diciembre de 2014, sin previsión alguna
sobre la posible ampliación de la medida
para año o años posteriores su fuera ne-
cesario. La tarifa plana se aplica tanto a
las contrataciones a tiempo completo co-
mo a las efectuadas a tiempo parcial, y
únicamente sobre la cuota empresarial
por contingencias comunes a la Seguri-
dad Social, no afectando pues a la cuan-
tía que corresponde abonar al trabajador
(cuota obrera) ni tampoco a las restantes
cotizaciones  empresariales (contingen-
cias profesionales, desempleo, FOGA-
SA, formación profesional, horas extraor-
dinarias).
B) Como también se adelantó, la tarifa
plana se aplica a  los contratos indefini-
dos que efectúen todas las empresas
que cumplan los requisitos establecidos
en la norma, con independencia del nú-
mero de trabajadores que ocupen en
plantilla, y va dirigida a todos los trabaja-
dores, sin que se haga mención expresa
a la obligación del sujeto al que se pre-
tende contratar de estar inscrito como
desempleado y/o demandante de em-
pleo.

La cuantía a abonar por la empresa será
de 100 euros mensuales en contratos a
tiempo completo, 75 euros en los contra-
tos a tiempo parcial cuando la jornada de
trabajo sea, como mínimo, equivalente al
75 % de la de un trabajador a tiempo
completo comparable (por tanto, entre el
75% y el 99%), y 50 euros en los contra-
tos a tiempo parcial cuando la jornada
sea, como mínimo, equivalente al 50 %
(entre el 50% y el 74%). 
La tarifa plana no comprende las horas
complementarias que realicen los traba-
jadores a tiempo parcial cuyos contratos
den derecho a la reducción, de modo
que en estos casos habrá que computar
el valor de las horas complementarias re-
alizadas como base de cotización por
contingencias comunes, aplicar a dicha
base el tipo general del 23,6% e ingresar
la cantidad resultante, junto con los 75 o
50 euros, según corresponda, como
aportación empresarial por contingen-
cias comunes.
El incentivo a la contratación se aplicará
durante 24 meses con carácter general y
desde la fecha de efectos del contrato
formalizado por escrito, si bien se regula
un incentivo adicional, esta vez sí, sólo
dirigido a determinadas empresas, aque-
llas que ocupen a menos de 10 trabaja-
dores, para las que se reconoce el dere-
cho a una reducción del 50 % de su
aportación por contingencias comunes. 
Las cantidades a abonar por las empre-
sas se reducirán de forma proporcional
al número de días de alta en un mes
cuando las fechas del alta y baja del tra-
bajador "no sean coincidentes con el pri-
mero o el último día del mes natural". En
consecuencia, si la contratación se reali-
za el día 15 en un mes que tenga treinta
días, la aportación empresarial por con-
tingencias comunes en un contrato inde-
finido a jornada completa será de 50 eu-

EL NUEVO CONTRATO INDEFINIDO
CON TARIFA PLANA
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ros.
El apartado 2 del artículo único del RDL
3/2014  regula los requisitos y obligacio-
nes de las empresas para poder acoger-
se a la tarifa plana. Veamos cuáles son
tales requisitos:
a) Hallarse al corriente en el cumplimien-
to de sus obligaciones tributarias y de
Seguridad Social, tanto en la fecha de
efectos del alta de los trabajadores como
durante la aplicación de la aportación
empresarial reducida. Nótese que la exi-
gencia no viene referida exclusivamente
al trabajador cuya contratación se incen-
tiva, sino al conjunto de las obligaciones
que gravitan sobre la empresa. 
En concordancia con ello, si durante el
período de aplicación de la reducción
existiese una falta de ingreso, total o par-
cial, de las obligaciones en plazo regla-
mentario, se producirá la pérdida auto-
mática de la reducción a partir del mes
en que se produzca el incumpli-
miento.
Por plazo reglamenta-
rio hay que enten-
der, en cuanto a
las cotizaciones
de seguridad so-
cial (incluidas to-
das las contingen-
cias), el mes si-
guiente a aquel al
que corresponda su
devengo (art. 56
Reglamento General
de Recaudación de la
Seguridad Social), y en
cuanto a las obligaciones
fiscales, el plazo que marque
en cada caso la legislación tri-
butaria. Ahora bien, la falta de in-
greso total o parcial de las cotiza-
ciones o los impuestos en el referido
plazo no tiene como consecuencia el
reintegro de las cantidades dejadas
de ingresar en los meses precedentes
(cuando la empresa sí estaba al co-
rriente de pago), sino tan sólo la interrup-
ción de la aplicación del beneficio de la
tarifa plana a partir del mes en que se
produzca la falta de ingreso.
b) No haber extinguido contratos de tra-

bajo por causas objetivas o por despidos
disciplinarios que hayan sido unos u
otros declarados judicialmente como im-
procedentes en los seis meses anterio-
res a la celebración de los contratos que
dan derecho a la reducción. Tampoco
podrán haberse extinguido contratos de
trabajo por despidos colectivos realiza-
dos en los seis meses anteriores a la ce-
lebración de los contratos que dan dere-
cho a la reducción. A los efectos del cum-
plimiento de este requisito no se tendrán
en cuenta las extinciones que se hayan
producido antes del 25 de febrero de
2014.
En consecuencia, pueden acogerse a la
medida las empresas que hayan proce-
dido hasta el día 24 de febrero a realizar,
ya sea despidos colectivos, ya sea des-
pidos objetivos o despidos disciplinarios
declarados judicialmente como improce-
dentes, aunque esta declaración tenga

lugar después del 25 de febrero de 2014.
En cuanto a los despidos producidos
después de esta fecha, es harto impro-
bable, teniendo en cuenta la carga de
trabajo que existe actualmente en los
Juzgados de lo Social, que antes de que
finalice el año 2014 recaiga sobre los
mismos una declaración judicial de im-
procedencia (¿firme?) que convierta en
realmente operativa esta limitación.
Cabe deducir que los despidos objetivos
o disciplinarios no impugnados o conci-
liados, al no mediar declaración judicial
de improcedencia, no impedirán la apli-
cación de la tarifa plana, aunque resulte
poco coherente que no computen los
despidos cuya improcedencia ha sido re-
conocida por la empresa y se hayan sal-
dado con una indemnización. Tampoco
poseen relevancia los despidos declara-
dos procedentes o nulos mediante reso-
lución judicial. En cambio, los despidos

colectivos, sean o no
impugnados y con

independencia
de su califica-
ción judicial,
sí resultan im-
peditivos.
La no conside-
ración de las

extinciones pro-
ducidas antes del

25 de febrero de
2014 responde al

deseo del Gobierno
de no penalizar a

aquellas empresas
que extinguieron con-

tratos de trabajo en
tiempos de crisis, aun-

que fuera de manera im-
procedente, antes de co-

nocer la existencia de esta
nueva medida.

c) Celebrar contratos indefi-
nidos que supongan un incre-

mento tanto del nivel de em-
pleo indefinido como del nivel

de empleo total de la empresa.
Para calcular dicho incremento,

se tomará como referencia, no la
plantilla de la empresa en la fecha
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de celebración del contrato, sino el pro-
medio diario de trabajadores que hayan
prestado servicios en la empresa en los
treinta días anteriores a la celebración
del contrato. En el cálculo del promedio
diario para constatar que con la nueva
contratación se produce un incremento
neto de empleo se incluyen tanto los tra-
bajadores fijos como los temporales que
hayan prestado servicios en la empresa
en los treinta días inmediatamente ante-
riores a la celebración del contrato.
Así, por ejemplo, si el día que la empresa
tiene intención de formalizar un contrato
indefinido en la empresa hay empleados
un total de 24 trabajadores, entre fijos y
temporales, pero el promedio diario de
plantilla de los 30 días anteriores era de
26, la contratación indefinida del nuevo
trabajador (que suma 25) no se benefi-
ciará de la tarifa plana.   
La celebración de "contratos indefinidos"
incluye en el ámbito de aplicación de la
medida la contratación de trabajadores
fijos discontinuos (salvo que estén en-
cuadrados en alguno de los sistemas es-
peciales de la Seguridad Social, como se
verá más adelante). Pero surge la duda
acerca de cómo computar en las empre-
sas de temporada o campaña el prome-
dio al que se refiere este apartado, cuan-
do la nueva contratación tiene lugar al
comienzo de una nueva campaña y tras
un período de inactividad, por la exigen-
cia normativa expresa de considerar los
trabajadores que "hayan prestado servi-
cios" en la empresa en los treinta días
anteriores a la celebración del contrato.
Antes las varias interpretaciones posi-
bles (cómputo del promedio anual de tra-
bajadores, consideración de los trabaja-
dores que hubieran prestado servicios
en el último mes de la campaña prece-
dente, recuento de los trabajadores vin-
culados a la empresa en el último mes
aunque no estén activos, necesidad de
retrasar la contratación al segundo mes
de actividad para poder aplicar la medi-
da…) se hace especialmente necesario
y  urgente que el Gobierno o la persona
titular del MEySS utilicen la facultad de
desarrollo reglamentario que les confiere
la disposición final segunda del RDL.

¿Pueden acogerse a la medida las
transformaciones de contratos tempora-
les en indefinidos? Técnicamente la con-
versión de un contrato temporal en otro
indefinido no es "celebración" (=formali-
zación) ni implica creación de empleo
neto, pues el empleo no se incrementa,
simplemente modifica su naturaleza y ré-
gimen jurídico, por lo que podría soste-
nerse que las transformaciones no están
cubiertas. Pero teniendo en cuenta que
para calcular el referido incremento el
RDL no toma como referencia los niveles
de empleo indefinido y de empleo total
existentes en la empresa en la fecha de
llevarse a cabo la contratación indefinida
sino "el promedio diario de trabajadores
que hayan prestado servicios en la em-
presa en los treinta días anteriores a la
celebración del contrato", y ese dato
puede ser inferior al de la fecha de cele-
bración del contrato; y teniendo en cuen-
ta, además, que entre las exclusiones a

la posibilidad de aplicación de las reduc-
ciones previstas en el RDL 3/2014 se
alude en el apartado f) a la "contratación
de trabajadores que en los seis meses
anteriores a la fecha del contrato hubie-
sen prestado servicios en la empresa o
entidad mediante un contrato indefinido"
(no descartándose que en lugar de una
transformación lo que se produzca sea la
extinción de un contrato temporal, inclu-
so de mutuo acuerdo, y acto seguido la
celebración de un contrato indefinido),
más la afirmación hecha por la Sra, Mi-
nistra de Empleo el día de la presenta-
ción oficial de la medida en el sentido
que están incluidas las conversiones de
contratos temporales en indefinidos, la
situación es, cuando menos, dudosa,
aunque me inclino a pensar que pueden
beneficiarse de la reducción las transfor-
maciones de contratos temporales en in-

definidos, siempre que suponga un au-
mento de plantilla y se cumplan el resto
de requisitos.
d) Mantener durante un periodo de 36
meses (recuérdese que la tarifa plana se
aplica durante 24 meses), a contar des-
de la fecha de efectos del contrato indefi-
nido con aplicación de la reducción, tanto
el nivel de empleo indefinido como el ni-
vel de empleo total alcanzado, al menos,
con dicha contratación. Se examinará el
mantenimiento del nivel de empleo inde-
finido y del nivel de empleo total cada do-
ce meses (es decir, a los 12 meses, a los
24 meses y a los 36 meses contados
desde la contratación). Para ello, se utili-
zarán el promedio de trabajadores indefi-
nidos y el promedio de trabajadores tota-
les del mes en que proceda examinar el
cumplimiento de este requisito.  "A efec-
tos de examinar el nivel de empleo y su
mantenimiento en la empresa, no se ten-
drán en cuenta las extinciones de contra-
tos de trabajo por causas objetivas o por
despidos disciplinarios que no hayan si-
do declarados improcedentes". La nor-
ma obliga a la empresa a mantener los
niveles de empleo fijo y total alcanzados
con la contratación, no a conservar du-
rante 3 años el mismo contrato de traba-
jo indefinido por el que se viene aplican-
do la tarifa plana. Pese al silencio de la
norma, es razonable concluir que si se
produce una baja en la empresa des-
pués de la contratación que altera los ni-
veles de empleo indefinido y total alcan-
zados con la misma, el empresario ven-
drá obligado a sustituir al trabajador ce-
sante por otro de sus mismas caracterís-
ticas (tipo de contrato indefinido o tempo-
ral, a tiempo completo o parcial…). En
cuanto al plazo para llevar a cabo dicha
sustitución, puede concluirse que la mis-
ma habrá de realizarse en todo caso an-
tes de que se compruebe el manteni-
miento del nivel de empleo en la empre-
sa.  Ahora bien, la propia norma dispone
que no se tendrá en cuenta a la hora de
constatar el cumplimiento de este requi-
sito las extinciones de contratos de tra-
bajo por causas objetivas o por despidos
disciplinarios no declarados improceden-
tes, es decir, los procedentes, los nulos

11b o l e t í n  i n f o r m a t i v o

adebateJUNIO 2014ar t í cu l o s  co l ab o rad o r

Faustino Cavas Martínez 

Técnicamente la
conversión de un contrato
temporal en otro indefinido

no es "celebración"
(=formalización) ni implica
creación de empleo neto



adebate JUNIO 2014 ar t í cu l o s  co l ab o rad o r

12 b o l e t í n  i n f o r m a t i v o

Faustino Cavas Martínez 

(lo cual es lógico, pues procede la read-
misión del trabajador), los no impugna-
dos y los conciliados. En cambio, sí se
tendrán en cuenta el resto de extinciones
a la hora de constatar el cumplimiento de
este deber de mantenimiento del em-
pleo: los despidos objetivos o disciplina-
rios declarados improcedentes en reso-
lución judicial, los despidos colectivos,
las dimisiones, las jubilaciones, las extin-
ciones de contratos temporales por ven-
cimiento de su plazo, las extinciones por
muerte o invalidez, las instadas por el
trabajador ex. art. 50 ET, etc. En todos
estos casos la empresa deberá proceder
a nuevas contrataciones si desea mante-
ner la reducción y eludir el reintegro al
que acto seguido se hace mención.
La precipitación del Gobierno al aprobar
el RDL 3/2014 le ha llevado a no con-
templar y regular expresamente estas si-
tuaciones, abriendo un considerable
margen de incertidumbre en torno a ésta
y otras cuestiones que deberían ser sub-
sanadas por vía de desarrollo reglamen-
tario.
El requisito que ahora se considera debe
ponerse en relación con lo dispuesto en
el apartado 7 del artículo único, que re-
gula el reintegro de cantidades cuando
no se haya mantenido el nivel de empleo
durante 36 meses, con porcentajes de
devolución de tales cantidades diferen-
ciados según el incumplimiento se haya
producido durante los doce primeros
meses desde que surte efectos la con-
tratación, o bien dentro del segundo o
tercer año posterior a la contratación,
siendo el reintegro obligado del 100, 50 y
33 %, respectivamente, de la diferencia
"entre los importes correspondientes a
las aportaciones empresariales a la coti-
zación por contingencias comunes que
hubieran procedido en caso de no apli-
carse la reducción y las aportaciones ya
realizadas desde la fecha de inicio de la
aplicación de la reducción", sin que pro-
ceda exigir recargo o interés de demora.
Con este régimen tan sumamente flexi-
ble de consecuencias en caso de infrac-
ción del deber de mantenimiento del ni-
vel de empleo podría darse el caso de
que una empresa que despida improce-

dentemente, bien sea al trabajador por
cuya contratación se ha aplicado el be-
neficio o a otro, financie la totalidad de la
indemnización por despido con las coti-
zaciones que se ha ahorrado a la Seguri-
dad Social al exigírsele sólo el reintegro
parcial.
e) No haber sido excluidas del acceso a
los beneficios derivados de la aplicación
de los programas de empleo por la comi-
sión de la infracción grave del artículo
22.2 o las infracciones muy graves de los
artículos 16 y 23 del Texto Refundido de
la Ley sobre infracciones y sanciones en
el orden social, aprobado por el Real De-
creto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto,
de conformidad con lo previsto en el artí-
culo 46 de la misma norma. Se trata de
una condición habitual en todos los pro-
gramas de fomento del empleo.
C) Los supuestos contractuales a los
que no se aplica la reducción son los re-
cogidos en el apartado 3 del artículo del
RDL. Algunos de ellos son comunes a
otras medidas de fomento del empleo
pero otros se han previsto específica-
mente para este programa de incentiva-
ción del empleo estable. Se exponen a
continuación.
a) "Relaciones laborales de carácter es-
pecial previstas en el artículo 2 del texto
refundido de la Ley del Estatuto de los
Trabajadores, aprobado por el Real De-
creto Legislativo 1/1995, de 24 de mar-
zo, o en otras disposiciones legales".
Quedan excluidas de la aplicación de la
tarifa plana la totalidad de las relaciones
especiales, sin excepción.
b) "Contrataciones que afecten al cónyu-
ge, ascendientes, descendientes y de-
más parientes por consanguinidad o afi-
nidad, hasta el segundo grado inclusive,
del empresario o de quienes tengan el
control empresarial, ostenten cargos de
dirección o sean miembros de los órga-

nos de administración de las entidades o
de las empresas que revistan la forma ju-
rídica de sociedad, así como las que se
produzcan con estos últimos. 
Se exceptúa de lo dispuesto en el párra-
fo anterior la contratación de los hijos
que reúnan las condiciones previstas en
la disposición adicional décima de la Ley
20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del
trabajo autónomo". 
Según la citada disposición adicional de
la Ley 20/2007, un autónomo puede
contratar por cuenta ajena a sus hijos
menores de 30 años, "aunque convivan
con él", con exclusión de la protección
por desempleo, y también a los mayores
de dicha edad si tienen dificultades para
su inserción laboral, dificultades que se
concretan por el hecho de estar incluido
el trabajador en uno de estos dos gru-
pos: "a) Personas con parálisis cerebral,
personas con enfermedad mental o per-
sonas con discapacidad intelectual, con
un grado de discapacidad reconocido
igual o superior al 33 por 100. b) Perso-
nas con discapacidad física o sensorial,
con un grado de discapacidad reconoci-
do igual o superior al 65 por 100". 
c) "Contratación de trabajadores cuya
actividad determine su inclusión en cual-
quiera de los sistemas especiales esta-
blecidos en el Régimen General de la
Seguridad Social". Se incluye aquí a los
siguientes colectivos: Trabajadores fijos
discontinuos de empresas de estudio de
mercado y opinión pública; Trabajadores
fijos discontinuos de cines, salas de baile
y de fiesta y discotecas; Manipulado y
empaquetado del tomate fresco con des-
tino a la exportación; Servicios extraordi-
narios de hostelería; Industria resinera;
Frutas, hortalizas e industria de conser-
vas vegetales; Trabajadores agrarios por
cuenta ajena; Empleados de hogar.
d) Contratación de empleados que ex-
cepcionalmente pueda tener lugar en los
términos establecidos en los artículos 20
y 21, y en la disposición adicional vigési-
ma y vigésimo primera de la Ley
22/2013, de 23 de diciembre, de Presu-
puestos Generales del Estado para
2014. Con esta exclusión se pone de
manifiesto que el objetivo de la norma es

Según la citada disposición
adicional de la Ley 20/2007,

un autónomo puede
contratar por cuenta ajena a

sus hijos menores de 30
años aunque convivan con él



incentivar la contratación en el sector pri-
vado y dejar fuera de su aplicación a las
contrataciones que puedan producirse
en el sector público. Cabe recordar que
el art. 20 de la LPGE 2014 contempla las
"bases y coordinación de la planificación
general de la actividad económica en
materia de gastos de personal al servicio
del sector público", y su art. 21 la "oferta
de empleo público u otro instrumento si-
milar de gestión de la provisión de nece-
sidades de personal", previendo la posi-
ble contratación de personal sólo para
los casos y supuestos específicamente
admitidos en la norma. La disposición
adicional vigésima de la norma presu-
puestaria trata sobre "Contratación de
personal de las sociedades mercantiles
públicas en 2014", y la vigésimo primera
sobre "Contratación de personal de las
fundaciones del sector público y de los
consorcios en 2014", todas ellas en tér-
minos sumamente restrictivos.
e) Contratación de trabajadores que hu-
bieren estado contratados en otras em-
presas del grupo de empresas del que
formen parte y cuyos contratos se hubie-
ran extinguido por causas objetivas o por
despidos disciplinarios que hayan sido
unos u otros declarados judicialmente
como improcedentes, o por despidos co-
lectivos, en los seis meses anteriores a
la celebración de los contratos que dan
derecho a la reducción. 
Lo dispuesto en el párrafo anterior no se-
rá de aplicación en el caso de extincio-
nes que se hayan producido antes del 25
de febrero de 2014. 
f) Contratación de trabajadores que en
los seis meses anteriores a la fecha del
contrato hubiesen prestado servicios en
la misma empresa o entidad mediante
un contrato indefinido, sin precisarse en
este caso el motivo de la extinción de su
contrato.
Lo dispuesto en el párrafo anterior no

será de aplicación para el supuesto de
trabajadores cuyos contratos de trabajo
se hubieran extinguido antes del 25 de
febrero de 2014. 
La finalidad de esta exclusión es evitar
que la empresas despidan trabajadores
para después recontratarlos, pero con

unos costes de Seguridad Social signifi-
cativamente más reducidos.
Ahora bien, como la medida alcanza a
las contrataciones que se celebren hasta
el 31 de diciembre de 2014, y no compu-
tan las extinciones producidas antes del
25 de febrero, un trabajador que haya
causado baja en la misma empresa o en
otra del mismo grupo empresarial antes
de ese día no tendrá ninguna limitación
para ser contratado, y en relación con
aquellos trabajadores que hayan sido
despedidos después del 25 de febrero,
bastará con que la empresa deje trans-
currir seis meses para poder recontratar-
los antes de final de año pero ahora con
una cotización a la Seguridad Social
sensiblemente más reducida.
D) La norma deja constancia, en cohe-
rencia con el objetivo pretendido de faci-
litar la contratación del trabajador me-
diante la reducción de la cuota empresa-
rial por contingencias comunes a la Se-
guridad Social, de que el menor ingreso

en las arcas de la Seguridad Social no
puede afectar a la cuantía de las presta-
ciones económicas a que pueda causa
derecho el trabajador, ya que en tal caso
la misma se calculará "aplicando el im-
porte íntegro de la base de cotización
que corresponda". Cuestión distinta, in-
sisto, es cómo afectará esta norma a los
ingresos de la Seguridad Social y a la
sostenibilidad del sistema, aunque al tra-
tarse de una medida coyuntural cabe en-
tender que el Gobierno ha hecho los cál-
culos y compensa abaratar la contrata-
ción indefinida en los próximos años.
E) La aplicación  de la tarifa plana será
incompatible con la de cualquier otro be-
neficio en la cotización a la Seguridad
Social por el mismo contrato, con inde-
pendencia de los conceptos a que tales
beneficios puedan afectar. 
En cambio, la reducción es compatible
con otro tipo de beneficios, p. ej., fiscales
o tributarios (cabe recordar en este mo-
mento la deducción en el impuesto de
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sociedades a la que pueden acogerse
las empresas que celebren el contrato
indefinido de apoyo a emprendedores).
F) La aplicación de estas reducciones
será objeto de control y revisión por la
TGSS y por la ITSS, en el ejercicio de
las funciones que tienen atribuidas.
En los supuestos de aplicación indebida
de la respectiva reducción, por incumplir
las condiciones establecidas en el RDL,
procederá el reintegro total las cantida-
des dejadas de ingresar con el recargo y
el interés de demora correspondientes,
conforme a lo establecido en la normati-
va recaudatoria de la Seguridad Social. 
En el caso de incumplimiento de obliga-
ciones tributarias o de seguridad social,
no procede la regularización de las coti-
zaciones sino que simplemente se deja-
rá de aplicar la reducción a partir del
mes en que se produzca la falta de in-
greso.
En caso de incumplimiento de la obliga-
ción de mantenimiento del nivel de em-

pleo alcanzado con la contratación, que-
dará sin efecto la reducción y se deberá
proceder al reintegro de la diferencia en-
tre los importes correspondientes a las
aportaciones empresariales a la cotiza-
ción por contingencias comunes que hu-
bieran procedido en caso de no aplicar-
se la reducción y las aportaciones ya re-
alizadas desde la fecha de inicio de la
contratación, pero no siempre en su to-
talidad sino en los términos que ya han
sido expuestos anteriormente, a saber:
1º. Si el incumplimiento de la exigencia
del mantenimiento del nivel de empleo
se produce a los doce meses desde la
contratación (fecha en que se procederá
a la primera evaluación), corresponderá
reintegrar el 100 por 100 de la citada di-
ferencia.
2º. Si tal incumplimiento se produce a
los 24 meses desde la contratación (fe-
cha de la segunda comprobación), co-
rresponderá reintegrar el 50 por 100 de
la citada diferencia.

3º. En caso de que el incumplimiento se
produjera a los 36 meses desde la con-
tratación (fecha de la tercera y última
comprobación), corresponderá reinte-
grar el 33% de la citada diferencia.  
En estos casos no procederá exigir re-
cargos ni interés de demora.
La obligación de reintegro prevista en el
número 7 del artículo único del RDL
3/2014, se entiende sin perjuicio de lo
dispuesto en el texto refundido de la LI-
SOS, que en su artículo 16.3 tipifica co-
mo infracción muy grave: "Obtener o
disfrutar indebidamente de subvencio-
nes, ayudas de fomento del empleo o
cualesquiera establecidas en progra-
mas de apoyo a la creación de empleo o
formación profesional ocupacional o
continua concedidas, financiadas o ga-
rantizadas, en todo o en parte, por el Es-
tado o por las Comunidades Autónomas
en el marco de la ejecución de la legisla-
ción laboral, ajenas al régimen económi-
co de la Seguridad Social". 

Faustino Cavas Martínez 



CONTRATO DE TRABAJO
- SENTENCIA DE 19/02/2014. 
RECURSO nº 3205/2012.
RELACIÓN LABORAL. El demandante,
periodista colaborador (tertuliano) de
una cadena de radiodifusión, ejercita la
acción de despido cuando se le comuni-
ca la decisión de prescindir de sus servi-
cios. El actor intervenía principalmente
en un programa una vez por semana du-
rante una hora por vía telefónica, sin ne-
cesidad de desplazarse a los estudios de
la radio. Tenía libertad para decir en las
tertulias lo que estimase conveniente sin
recibir directrices al respecto y cobraba
una cantidad fija por cada colaboración,
cuyo cobro se efectuaba a través de fac-
turas que giraba una sociedad de la que
es administrador único.
El Tribunal Supremo aborda en esta sen-
tencia la cuestión de la calificación de la
relación existente entre el demandante y
la empresa demandada, y tras afirmar
que la figura del colaborador periodístico
se sitúa en la zona fronteriza o gris en la
que es difícil determinar la naturaleza la-
boral o civil de la prestación de servicios,
y examinar las circunstancias concurren-
tes en el caso, llega a la conclusión de
que se aprecian todos los requisitos o
elementos previstos en el artículo 1.1 del
Estatuto de los Trabajadores y de que,
por lo tanto, se trata de una relación la-
boral. Concretamente, en cuanto al re-
quisito de la dependencia, se argumenta
en la sentencia que aunque en casos co-
mo éste ha de aparecer necesariamente
atenuada, la libertad profesional que se
reconoce al contertulio no tiene porqué
ser incompatible con la relación laboral.
Tampoco son excluyentes los datos de
que pueda existir alguna flexibilidad en
cuanto a la concreción de los días en
que interviene el periodista o que no se
requiere su presencia física en la emiso-

ra. Se resalta, en cambio, el carácter pro-
fesional de la actividad, frente a los tertu-
lianos "no profesionales".
La sentencia contiene dos votos particu-
lares que discrepan del parecer mayori-
tario de la Sala. En el primero de ellos se
sostiene que aunque la nota de la de-
pendencia se ha flexibilizado notable-
mente, no puede reconocerse en la rela-
ción aquí debatida, y se aporta un razo-
namiento novedoso, según el cual en los
supuestos en que la determinación del
carácter laboral o no del vínculo presen-
ta notables dificultades, la voluntad de
las partes puede resultar una guía útil pa-
ra la calificación, siempre que no lleve a
resultados que se opongan a la función
institucional del Derecho del Trabajo. 
- SENTENCIA DE 05/11/2013. 
RECURSO nº 66/2013. 
MODIFICACIÓN SUSTANCIAL. Se im-
pugna por el sindicato demandante la
decisión de la empresa de ampliar el nú-
mero de domingos y festivos en que los
trabajadores pueden ser obligados a tra-
bajar en base a la ley de la Comunidad
Autónoma de Madrid de Dinamización
de la Actividad Comercial, que otorga
plena libertad a los comerciantes para
determinar los festivos en que desarro-
llarán su actividad comercial. Se declara
la nulidad de la decisión porque la em-
presa siguió el trámite previsto para la
modificación de condiciones de trabajo
de carácter colectivo pero, al afectar a la
regulación del convenio colectivo, sólo el
cauce del descuelgue (artículo 82.3 del
Estatuto de los Trabajadores) es el ade-
cuado para poder obviar las limitaciones
impuestas por aquél. 
- SENTENCIA DE 21/01/2014. 
RECURSO nº 81/2013.
MODIFICACIÓN DE JORNADA. El Ca-
bildo Insular de Gran Canaria modificó la
jornada de su personal laboral en aplica-

ción del Real Decreto Ley 20/2011, de
medidas de reducción del déficit público.
La decisión fue impugnada por no haber
seguido el procedimiento del artículo 41
del Estatuto de los Trabajadores. La de-
manda se desestima porque no es nece-
sario seguir este procedimiento cuando
se trata de una modificación que no vie-
ne impuesta por una decisión unilateral
del empleador, sino que deriva de forma
directa y absoluta de la ley, la cual por su
posición jerárquica desplaza la regula-
ción del convenio colectivo, aunque éste
sea anterior a la misma.
- SENTENCIA DE 23/12/2013. 
RECURSO nº 44/2013. 
CONFLICTO COLECTIVO. El Tribunal
Supremo declara de oficio la inadecua-
ción de procedimiento de conflicto colec-
tivo para tramitar la demanda por la que
el sindicato actor pretendía se declarase
el derecho de los trabajadores contrata-
dos a través de una empresa de trabajo
temporal a que se computasen los perío-
dos en que han prestado servicios a tra-
vés de contratos de puesta a disposición
a efectos de ascenso, promoción profe-
sional y antigüedad. Se trata de la suma
de pretensiones individuales ejercitada a
través del conflicto colectivo. La satisfac-
ción del interés de cada trabajador exige
el examen de sus concretas circunstan-
cias, por lo que se trata de un conflicto
plural, pero no colectivo. 
- SENTENCIA DE 05/06/2013. 
RECURSO nº 2/2012. 
CONFLICTO COLECTIVO. El sindicato
demandante impugna las bases de la
convocatoria para la provisión de dos
plazas en el organismo demandado. El
Tribunal Supremo confirma la desesti-
mación de la demanda por inadecuación
de procedimiento. Aunque el proceso de
conflicto colectivo sería el procedente
para impugnar, en sí mismas, las bases
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de la convocatoria, no cabe ignorar que
en este caso, a la fecha de la presenta-
ción de la demanda, ya se había llevado
a cabo la adjudicación provisional de las
plazas, por lo que los trabajadores a los
que se ha adjudicado las mismas son
portadores de un interés jurídico necesi-
tado de tutela judicial a la que no pueden
acceder a través de esta modalidad pro-
cesal, puesto que en este procedimiento
sólo pueden intervenir entidades de ca-
rácter colectivo, como son los sindicatos,
los órganos de representación de los tra-
bajadores, las asociaciones empresaria-
les y los empresarios.
- SENTENCIA DE 24/07/2013. 
RECURSO nº 2588/2012. 
FINIQUITO. Ante una reclamación de
horas extraordinarias desestimada por el
T.S.J. de Valencia en base al finiquito
suscrito por el trabajador demandante en
el que renunciaba a percibir cantidad al-
guna por este concepto, el Tribunal Su-
premo vuelve a abordar la cuestión del
valor liberatorio del finiquito, y estima la
demanda negando eficacia a la renuncia
genérica del trabajador a la retribución
de unas horas extraordinarias que cons-
tan efectivamente realizadas. En esta
sentencia se viene a extender a las can-
tidades adeudadas al trabajador la juris-
prudencia elaborada en sentencias ante-
riores sobre la eficacia liberatoria del fini-
quito en relación con la acción de despi-
do, según la cual para que el finiquito su-
ponga aceptación de la extinción del
contrato debe incorporar un mutuo
acuerdo o una transacción en la que se
acepte el cese acordado por el empresa-
rio. En este caso, se entiende que el do-
cumento de finiquito no exterioriza ine-
quívocamente una intención o voluntad
liquidatoria de las partes, no resultando
de la manifestación externa de un  mutuo
acuerdo expresivo de un consentimiento
recaído sobre la cosa y la causa que han
de constituir el objeto del contrato (artícu-
lo 1.262 del Código Civil). 
- SENTENCIA DE 28/05/2013. 
RECURSO nº 1914/2012.
VACACIONES. La actora reclama la re-
tribución correspondiente a las vacacio-
nes de los años 2007, 2008, 2009 y

2010 (hasta la fecha de extinción de su
relación laboral) que no pudo disfrutar a
causa de sucesivos procesos de incapa-
cidad temporal culminados con una de-
claración de incapacidad permanente to-
tal. La demanda se estima en su integri-
dad, rechazando la excepción de pres-
cripción planteada por la empresa de-
mandada. De la normativa y jurispruden-
cia sobre las vacaciones cabe concluir
que el derecho a solicitar la posible com-
pensación económica por las vacacio-
nes anuales que no se hubiesen podido
disfrutar efectivamente no surge hasta
que se extingue la relación laboral y, en
consecuencia, hasta ese momento no se
puede entender que se inicia el cómputo
del plazo de prescripción de la acción
tendente a exigir tal compensación, pues
mientras pervivía la relación laboral, aún
en suspenso, no era exigible tal sustitu-
ción de la obligación de hacer por la pe-
cuniaria.
Se formula voto particular en el que se
argumenta que la finalidad del derecho
específico a vacaciones pagadas es pro-
curar descanso y esparcimiento al traba-
jador que está prestando servicios efecti-
vos, mientras que el derecho a la com-
pensación económica por vacaciones no
disfrutadas es un derecho subsidiario del
anterior. El reconocimiento en este caso
del derecho a la cantidad reclamada no
parece la solución más equitativa, pues
se obliga a la empresa a desembolsar
una cantidad equivalente a las vacacio-
nes de cuatro anualidades durante las
cuales el trabajador no pudo disfrutarlas
porque estuvo enfermo, y no por causa
atinente a la esfera de actividad de la
empresa.

DESPIDO
- SENTENCIA DE 17/02/2014. 
RECURSO nº 142/2013.
DESPIDO COLECTIVO. Despido de la
totalidad de la plantilla de un consorcio
dependiente del Servicio Andaluz de
Empleo. Se aprecia fraude de ley por tra-
mitar el expediente de despido colectivo
en lugar de disolver el consorcio al desa-
parecer la subvención que atiende los
gastos del mismo, situación para la cual

estaba prevista la integración de los tra-
bajadores en el servicio de empleo, evi-
tando así que se produjese la subroga-
ción. Se revoca la sentencia del T.S.J. de
Andalucía y se declara la nulidad del
despido, con condena solidaria del con-
sorcio, de los ayuntamientos integrantes
del mismo, del Servicio Andaluz de Em-
pleo y de la Consejería de Empleo de la
Comunidad Autónoma. Si bien el vigente
artículo 124 de la Ley Reguladora de la
Jurisdicción Social no contempla, en su
apartado 11, el fraude entre los motivos
de nulidad del despido, esta ausencia no
resulta decisiva, pues no es más que un
vacío legal que habrá que suplir con la
previsión contenida en el artículo 6.4 del
Código Civil. No resultaría razonable que
ciertas deficiencias de procedimiento de-
terminen la nulidad de la decisión adop-
tada por la empresa y que este efecto,
sin embargo, no se produjese cuando la
extinción pretende burlar la estabilidad
en el empleo que por expresa y variada
disposición normativa se reconoce a los
trabajadores. Tampoco ofrece lógica que
el despido individual pueda ser declara-
do nulo por fraude de ley y que tal pro-
nunciamiento se niegue cuando la im-
pugnación de la decisión extintiva se lle-
ve a cabo por los representantes legales
de los trabajadores.
- SENTENCIA DE 27/05/2013. 
RECURSO nº 78/2012.
DESPIDO COLECTIVO. El Tribunal Su-
premo confirma la validez del despido
colectivo y niega la aplicación de la doc-
trina del "grupo de empresas" a efectos
laborales. Se matiza esta doctrina en el
aspecto relativo a que el concepto labo-
ral de grupo de empresas no es coinci-
dente con el mercantil. El concepto ha de
ser el mismo en las distintas ramas del
ordenamiento jurídico, aunque en sus
distintos ámbitos pueden producirse sin-
gulares consecuencias que están deter-
minadas por diversas circunstancias
añadidas. En el campo del Derecho del
Trabajo, la aplicación de la responsabili-
dad solidaria de las distintas empresas
integrantes del grupo depende de la
apreciación de factores adicionales co-
mo el funcionamiento unitario de las or-
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ganizaciones de trabajo de las empresas
del grupo, manifestado por la prestación
indistinta de trabajo en favor de varias de
las empresas del grupo, la confusión pa-
trimonial, la unidad de caja, la utilización
fraudulenta de la personalidad jurídica,
con creación de empresas aparentes, y
el uso abusivo (anormal) de la dirección
unitaria, con perjuicio para los derechos
de los trabajadores.
- SENTENCIA DE 26/12/2013. 
RECURSO nº 28/2013.
DESPIDO COLECTIVO. Se declara la
inadecuación del procedimiento colecti-
vo del artículo 124 de la Ley Reguladora
de la Jurisdicción Social cuando es la
empresa la que ejercita la acción y no
existe un sujeto colectivo que se oponga
al despido y que esté en condiciones de
hacerlo efectivamente en el proceso. Da-
do que el comité de empresa, que firmó
el acuerdo alcanzado con la empresa en
el período de consultas, no podrá impug-
nar el despido salvo que combata su pro-
pio acuerdo por vicios del consentimien-
to, y que los trabajadores individuales no
pueden tener entrada en el proceso co-
lectivo, nadie va a poder oponerse a la
pretensión de la empresa, que obtendrá
un fallo que producirá efecto de cosa juz-
gada sobre los procesos individuales. No
existe, por tanto, un conflicto actual so-
bre el despido colectivo, y se produce un
desajuste entre el interés real que subya-
ce en la pretensión ejercitada (una decla-
ración de procedencia que se imponga a
las reclamaciones individuales) y la mo-
dalidad procesal elegida.
Se formula voto particular por un magis-
trado que considera que el procedimien-
to del artículo 124 sí es el adecuado
cuando la empresa pretende lograr una
declaración de este tipo. Cuestión distin-
ta es que pueda tener derecho a obtener
una sentencia favorable cuando lo pedi-
do ya ha sido reconocido por la parte a la
que se demanda.
- SENTENCIA DE 16/07/2013. 
RECURSO nº 2239/2012.
SUBROGACIÓN EMPRESARIAL. Su-
brogación entre empresas de seguridad.
Se plantea si la empresa adjudicataria
del servicio de seguridad viene obligada

a subrogar a un trabajador que prestaba
servicios para la anterior careciendo de
la preceptiva autorización administrativa.
El Tribunal Supremo revoca la sentencia
del T.S.J. de Galicia y condena a la em-
presa saliente a las consecuencias deri-
vadas de la declaración de improceden-
cia del despido. La nueva adjudicataria
del servicio no puede ser obligada a
prestar el mismo con trabajadores que
carecen de los requisitos legalmente exi-
gidos para el desarrollo de la específica
actividad, con independencia de que
conste que ya posee en su plantilla per-
sonal afectado por la misma irregulari-
dad.
- SENTENCIA DE 10/02/2014. 
RECURSO nº 93/2013.
SUBROGACIÓN EMPRESARIAL. En
esta ocasión se produce un cambio en la
adjudicación del contrato para la presta-
ción de servicios de aparcamientos, con
la particularidad de que la empresa sa-
liente tiene la condición de centro espe-
cial de empleo de discapacitados y la en-
trante no, por lo que ésta niega la aplica-
ción de la subrogación prevista en el
convenio colectivo. Se condena a la em-
presa entrante a subrogar a los trabaja-
dores por aplicación de la cláusula del
convenio colectivo.
- SENTENCIA DE 22/07/2013. 
RECURSO nº 1380/2012.
INDEFINIDO - NO FIJO. El Tribunal Su-
premo revoca la sentencia del T.S.J. de
Galicia que calificó como despido nulo la
decisión de la administración demanda-
da de extinguir la relación laboral de la
actora, que había obtenido por sentencia
anterior el reconocimiento de su condi-
ción de trabajadora indefinida, por amor-
tización de la plaza. La relación laboral
indefinida como resultado de la aprecia-
ción de fraude de ley en la contratación
temporal queda sometida a una condi-
ción (la provisión de la vacante por los
procedimientos legales de cobertura) cu-
yo cumplimiento determina la extinción
del contrato de trabajo mediante denun-
cia del empleador, sin que sea preciso
recurrir a las modalidades de despido
que contemplan los artículos 51 y 52 del
Estatuto de los Trabajadores. Pero esta

doctrina no se limita a la cobertura regla-
mentaria de la vacante, sino que también
ha de aplicarse a los supuestos en los
que el puesto desempeñado desapare-
ce por amortización. El hecho determi-
nante de la amortización no actúa de for-
ma indirecta configurando la existencia
de una causa económica, presupuesta-
ria u organizativa para el despido, sino
que opera de manera directa sobre la
propia vigencia del vínculo, determinan-
do el cumplimiento anticipado de la con-
dición a que aquél estaba sometido, al
impedir la amortización de la plaza su
cobertura reglamentaria.
Varios magistrados suscriben voto parti-
cular en el que discrepan del criterio an-
teriormente expuesto, resaltando que la
aplicación del mismo conduce a un re-
sultado incoherente y falto de equidad,
cual sería el privar a los trabajadores in-
definidos no fijos de cualquier indemni-
zación por fin de contrato, situándoles in-
cluso en una posición más desventajosa
que la de los trabajadores que cesan por
expiración del tiempo convenido o reali-
zación de la obra o servicio objeto del
contrato.
- SENTENCIA DE 23/10/2013. 
RECURSO nº 804/2013.
INDEFINIDO - NO FIJO. Se plantea en
esta ocasión un supuesto muy semejan-
te al anterior, y el Tribunal Supremo llega
a la misma conclusión, aunque con una
particularidad, y es que (probablemente
para salvar las objeciones del voto parti-
cular de la sentencia anterior) se recono-
ce al trabajador indefinido no fijo cuya re-
lación laboral se ha extinguido por amor-
tización de la plaza la misma indemniza-
ción prevista en el artículo 49.1.c) del Es-
tatuto de los Trabajadores para los con-
tratos de duración determinada distintos
del de interinidad y de los formativos,
efectuando una aplicación analógica de
la norma a fin de evitar un trato desigual
injustificado.
También esta sentencia contiene un voto
particular, aunque en este caso basado
en que el trabajador sólo había solicitado
la calificación de su cese como despido,
y no se le puede reconocer una indemni-
zación que nunca había reclamado. Se
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considera, por tanto, que la sentencia in-
curre en un vicio de incongruencia.
- SENTENCIA DE 24/09/2013. 
RECURSO nº 3850/2011. 
EXTINCIÓN DE CONTRATO. Acción de
extinción de la relación laboral ejercitada
por el trabajador al amparo del artículo
50 del Estatuto de los Trabajadores por
retrasos en el pago del salario. En esta
materia, el Tribunal Supremo venía man-
teniendo un criterio objetivo en la valora-
ción de la culpa del empresario (por
ejemplo, sentencia de 22 de diciembre
de 2.008), según el cual la culpabilidad
del moroso no es requisito necesario pa-
ra acordar la extinción contractual, sino
que basta con que concurra el requisito
de la gravedad del incumplimiento. A
partir de la sentencia de 5 de marzo de
2.012 el Tribunal, aún sin reconocerlo ex-
presamente, flexibilizó este criterio en la
medida en que valoraba, por un lado,
que los representantes de los trabajado-
res estaban informados y aceptaban el
retraso en el pago como medio de sol-
ventar el mal momento económico que
atravesaba la empresa y, por otro, que la
crisis económico-financiera que padece-
mos provoca importantes problemas de
liquidez a las empresas a causa de las
importantes restricciones crediticias. En
la sentencia de 24 de septiembre de

2.013 se vuelve a la doctrina tradicional y
se afirma que para determinar la grave-
dad del incumplimiento debe valorarse
exclusivamente si el retraso o el impago
es grave o trascendente en relación con
la obligación de pago puntual del salario,
partiendo de un criterio objetivo, inde-
pendientemente de la culpabilidad de la
empresa.
-SENTENCIA DE 23/09/2012. 
RECURSO nº 2043/2012.
EXCEDENCIA. Se confirma la inade-
cuación del procedimiento de despido
ante la negativa de la empresa al rein-
greso de una trabajadora que se encon-
traba en situación de excedencia por cui-
dado de hijo. El Tribunal Supremo rectifi-
ca el criterio que había mantenido en su
sentencia de 21 de febrero de 2.013 y re-
cuerda su doctrina tradicional, según la
cual el trabajador excedente sólo puede
ejercitar la acción de despido si el em-
presario se niega rotunda e incondicio-
nalmente al reingreso, pero si lo que se
produce es una demora injustificada de
la readmisión lo que procede es la ac-
ción de reconocimiento del derecho a la
ocupación efectiva y, en su caso, recla-
mación de daños y perjuicios.

SEGURIDAD SOCIAL
- SENTENCIA DE 27/01/2014. 

RECURSO nº 3179/2012.
ACCIDENTE DE TRABAJO. Se estima
el recurso de casación interpuesto por
los familiares del trabajador fallecido y se
declara accidente de trabajo el sufrido
por el causante, que había permanecido
en el centro de trabajo después de finali-
zar su horario de mañana, mientras sus
compañeros se marcharon a comer. Se
recuerda en la sentencia un supuesto
anterior en el que se declaró accidente
de trabajo el sufrido por un trabajador al
que le cayó encima un muro en una obra
en la que se había quedado a comer, y
se supera el criterio estricto de causali-
dad aplicando uno más amplio de "oca-
sionalidad", explicando que aunque el
accidente no se produjese en el tiempo
de trabajo, sí se produjo en el lugar de
trabajo y por causas derivadas de la acti-
vidad laboral, o como consecuencia de
ella.
- SENTENCIA DE 18/12/13. 
RECURSO nº 726/2013. 
ACCIDENTE DE TRABAJO. Se califica
como accidente de trabajo el infarto sufri-
do por un trabajador, que había experi-
mentado durante la noche en su casa un
episodio de dolor torácico y otro a la ma-
ñana siguiente cuando desempeñaba su
labor, y tras ser atendido por el médico
de empresa fue llevado al hospital. La
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presunción de laboralidad no se excluye
porque se haya acreditado que el traba-
jador padeciera la enfermedad con ante-
rioridad o porque se habieran presenta-
do síntomas antes de iniciarse el trabajo.
- SENTENCIA DE 26/12/2013. 
RECURSO nº 2315/2012. 
ACCIDENTE IN ITINERE. El Tribunal
Supremo reconoce como accidente de
trabajo el accidente de tráfico sufrido por
el trabajador el domingo por la noche,
cuando se desplazaba desde su domici-
lio familiar (situado a más de 300 kilóme-
tros de su centro de trabajo) al que ocu-
paba durante los días laborables de la
semana. A la vista de la evolución de las
nuevas formas de organización del tra-
bajo se están imponiendo unas nuevas
exigencias de movilidad territorial que
obligan a los trabajadores a ajustes con-
tinuos en el lugar de trabajo. Si se quiere
respetar la voluntad del legislador en los

tiempos presentes, habrá que reconocer
que en supuestos como el presente, a
efectos del punto de partida o retorno del
lugar de trabajo puede jugar, según las
circunstancias del caso, tanto el domicilio
del trabajador en sentido estricto como la
residencia habitual a efectos de trabajo.
- SENTENCIA DE 11/02/2014. 
RECURSO nº 42/2013. 
ACCIDENTE EN MISIÓN. En esta sen-
tencia se rechaza el carácter de acciden-
te de trabajo de la gran invalidez recono-
cida al trabajador como consecuencia de
un ictus cerebral que sufrió en la habita-
ción de un hotel en Israel, a donde se ha-
bía desplazado para trabajar en una
obra de la empresa. Aunque el trabaja-
dor está en una situación de desplaza-
miento por cuenta de la empresa, no to-
do lo que sucede durante la misión tiene
una conexión necesaria con el trabajo y
no todo el tiempo puede considerarse

como tiempo de trabajo.
- SENTENCIA DE 29/01/2014. 
RECURSO nº 743/2013. 
VIUDEDAD. En esta sentencia el Tribu-
nal Supremo reconoce el derecho a per-
cibir pensión de viudedad a la viuda se-
parada a pesar de no ser beneficiaria de
pensión compensatoria. No cabe una in-
terpretación literal que exija que la pen-
sión compensatoria haya sido fijada con
esa denominación para poder admitir
que se cumple con el requisito para el
acceso a la prestación de viudedad, sino
que hay que atender a la finalidad de la
prestación establecida en cada caso. En
el presente supuesto, la demandante
percibía determinadas sumas económi-
cas a cargo de su cónyuge, y aunque se
estableció como alimentos para los hijos,
dado que el único hijo menor de la pare-
ja no convivía con su madre, hay que en-
tender que se trataba de una cantidad en



beneficio exclusivo de la actora, por lo
que su naturaleza es la misma que la de
la pensión compensatoria.
Se formula voto particular por un magis-
trado que considera que el texto legal es
meridianamente claro y que la posible
incoherencia del mismo no puede ser
resuelta por los órganos jurisdiccionales
con interpretaciones bienintencionadas
y voluntaristas que trascienden a todas
luces del ámbito que le es propio.
- SENTENCIA DE 28/06/2013. 
RECURSO nº 2160/2012. 
ORFANDAD. Tratándose de hijos extra-
matrimoniales y al no tener la madre su-
pérstite derecho a pensión de viudedad
por tratarse de convivencia no inscrita
en el registro de parejas de hecho, pro-
cede el incremento previsto para los
huérfanos absolutos, pese a la redac-
ción del artículo 38.1 del Real Decreto
296/2009. La unidad familiar sí ha tenido

una pérdida de ingresos y esta situación
de necesidad no se ha paliado con la
pensión de viudedad. La situación de
necesidad justifica el acrecimiento de la
pensión, y resulta indiferente que la falta
de tal reconocimiento se deba a orfan-
dad absoluta por inexistencia de padre o
madre superviviente o a que el progeni-
tor sobreviviente no tenga derecho a
pensión por no haber sido cónyuge.

PROCEDIMIENTO
- SENTENCIA DE 03/06/2013. 
RECURSO nº 2301/2012. 
CADUCIDAD. Se revoca la sentencia
que había declarado caducada la acción
de despido por haberse presentado la
papeleta de conciliación en la mañana
del día 21 del plazo. El Tribunal Supre-
mo mantiene la aplicación del artículo
135.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil,
que permite presentar la demanda den-

tro de las 15 horas del día siguiente a la
finalización del plazo. Se sigue el criterio
jurisprudencial según el cual el plazo de
caducidad de la acción de despido es un
plazo verdaderamente singular, pues su
teórica naturaleza sustantiva siempre se
ha visto afectada por incidencias norma-
tivas o regulaciones típicamente proce-
sales, como son la exclusión de los sá-
bados como días hábiles. Además, el
trámite de la conciliación previa no tie-
ne naturaleza puramente administrati-
va, sino que está regulado en la norma
procesal y ello le impregna de ciertas
características procesales.
La sentencia contiene un voto particu-
lar que considera que el artículo 135.1
de la LEC no puede aplicarse a la con-
ciliación administrativa, pues se refiere
a la presentación de escritos ante los
órganos judiciales, y no ante los admi-
nistrativos.
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resulta por los órganos

jurisdiccionales



Hacía tiempo que estaba con la idea de
que debía publicarse en esta revista, al-
gún trabajo sobre nuestra profesión y
pienso humildemente que ha llegado
ese momento y lo expongo a su conside-
ración. Nuestra profesión tiene en el en-
torno social de esta Nación, así como en
nuestra Región y Comarca una impor-
tante cuota en cuanto que participamos
en el trabajo que realizamos para las
empresas de las que somos sus aseso-
res en la trama social de las relaciones
laborales y por tanto nuestra participa-
ción no deja de ser todo lo importante
que consideren los agentes sociales, ya
que contribuimos con nuestras actuacio-
nes en muchos aspectos al buen funcio-
namiento empresarial, antes las vigentes
disposiciones laborales que afectan a la
trama empresarial y sobre todo a ese te-
jido concreto de la pequeña y mediana
empresa que son a las que se dirigen
nuestras actuaciones.
A lo largo de la vida de nuestra
profesión, que siempre se ha
llamado Graduados Sociales,
aunque ahora la titulación es Di-
plomado en Relaciones Labora-
les, hemos ido escalando posi-
ciones, hasta conseguir hace
unos años, poder subir al es-
trado en los Juzgados de los
Social y sentarnos al mismo
nivel que nuestros admirados
Licenciados en Derecho, des-
pués de haber sufrido bastan-
tes modificaciones sobre todo
los que ya tenemos algo lejana
la fecha de nuestra titulación, por
fin observamos que vamos acce-
diendo a que se nos tenga un re-
conocimiento tanto de la socie-
dad en sí, como de los organis-
mos con quién nos relacionamos
y por supuesto la judicatura.
Ahora me gustaría pasar a co-
mentar sobre ese largo caminos

andado hasta aquí y proclamar que aun-
que ha sido duro y lleno de sorpresas,
también hay que decir que ha sido grati-
ficante ver día a día como cada vez se
nos reconoce y se ha conseguido, que
todos los estamentos sociales nos ten-
gan en cuenta y consideren que tam-
bién somos parte y por qué no importan-
te de esos agentes sociales que tanto
debemos y tenemos que decir no solo
en el proceso de nuestro tejido laboral y
empresarial, sino también
en el económico, ya que podemos y de-
bemos con nuestra actuación profesio-
nal ayudar a conseguir una rápida re-
montada de nuestra economía con esta-
bilidad productiva y social en nuestro
entorno empresarial.
Esto último se consigue haciendo y rea-
lizando un trabajo profesional no solo
correcto, sino que gracias a nuestro es-

fuerzo, tesón y conoci-
mientos, poder ayudar
y reflotar el empresa-
riado de nuestra Re-

gión y Comarca, ám-
bito de actuación princi-
pal de nuestro reconoci-

do trabajo.
Para

poder conseguir esto, nuestro compor-
tamiento profesional, no solo debe ser
transparente y eficaz, sino basarnos en
los principios éticos que todo profesio-
nal jura o promete al colegiarse y que
deben ser guía, lema y bandera de
nuestras actuaciones en todo momen-
to, ya que con las mismas contribuire-
mos a prestigiar y dignificar nuestro tra-
bajo y profesión, hasta el extremo de
que no solo confíen en nosotros las em-
presas para las que actuamos, sino to-
dos los estamentos con los que nos re-
lacionamos, ya que a buen entendedor
con pocas palabras y mejores hecho
demostraremos que el grueso de nues-
tro colectivo es lo que hemos hecho y
realizado y además deseamos que siga
siendo así.
Por último expresar también ese peque-
ño orgullo que me produce ver que

nuestra Asociación cada vez más y
desde su inicio se comporta como

un Colegio Profesional, dándoles
a sus asociados los servicios que
demandan sobre todo en el as-

pecto formativo y actualizando co-
nocimientos con el esfuerzo que nos
ofrecen esos maravillosos profeso-
res, que son nuestros conferencian-
tes y como no el trabajo que con
tanto éxito se está desarrollando en
los cursos de Procedimiento Labo-
ral que se han realizado tanto por
jóvenes diplomados como por titu-
lados de hace un cierto tiempo que
al demandarlos y participarlos ob-

tienen nuestra admiración y res-
peto, reconociendo también la
demanda de los mismos en zo-
nas algo lejanas a nuestra Co-
marca.
Gracias por tanto al apoyo y re-

conocimiento de nuestros asocia-
dos y simpatizantes y gracias a los

organismos que nos van reconocien-
do y apoyando.
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APOYO A LOS EMPRENDEDORES

Aunque muchos interrogantes para
el 2014 se mantienen abiertos, la
idea general que planea es que nos
encontramos a las puertas de un
año de incipiente recuperación, en
que las principales incógnitas se
centran en la intensidad y en la po-
sible  creación de ocupación. Algu-

nos indicadores macro y microeco-
nómicos apuntan ya a una tenue
mejoría de la actividad económica. 
Los expertos opinan que el 2014 se-
rá el primer año de creación neta de
empleo en España, a la luz de lo ob-
servado en los últimos meses y pa-
rece que la reactivación económica

comienza, poco a poco y antes de lo
previsto, a dar sus frutos en térmi-
nos de contratación. 
Desde la adopción de un nuevo
marco normativo en materia de se-
guridad y salud en el trabajo en Es-
paña, ha sido una constante preocu-
pación de los poderes públicos y de
los agentes implicados en la mate-
ria, la de facilitar la aplicación del
mismo a las microempresas y em-
presas de nueva creación.
En la actualidad, se está elaborando
la Estrategia Española de Seguri-
dad y Salud en el Trabajo 2013-
2020 que, con toda probabilidad,
pondrá el foco en las PYMES. Se-
gún datos del DIRCE (Directorio
Central de Empresas) en 2012, el
89,9% de las empresas con asala-
riados eran organizaciones de me-
nos de 10 trabajadores. 
MEDIDAS
La Ley 14/2013, de 27 de septiem-
bre, de apoyo a los emprendedores
y su internacionalización, contem-
plaba reformas consideradas en la
ley como favorables para el creci-
miento y reactivación económica en
España, abordando los problemas
estructurales del entorno empresa-
rial y buscando fortalecer el tejido
empresarial de forma duradera. Un
tejido rico de pequeñas empresas
que tienen poca visibilidad en los
medios. Regularmente se piensan
las leyes para las grandes empre-
sas sin darse cuenta en la flexibili-
dad o el dinamismo que necesitan
las empresas más pequeñas y que
un día pueden ser grandes.
Entre las cinco medidas destinadas
a reducir las cargas administrativas,
que se citaban en el capítulo prime-
ro de la ley, cabe destacar la que
ampliaba los supuestos en que lasEmpresario. ABEL F. ROS / QAPTA.ES
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PYMES podían asumir directamente
la prevención de riesgos laborales,
en los casos de empresarios con un
único centro de trabajo y hasta 25
trabajadores.
En concreto, se modificó el artículo
30.5 de la Ley 31/1995, de 8 de no-
viembre, de Prevención de Riesgos
Laborales, que quedó redactado del
siguiente modo:
"5. En las empresas de hasta diez
trabajadores, el empresario podrá
asumir personalmente las funciones
señaladas en el apartado 1, siempre
que desarrolle de forma habitual su
actividad en el centro de trabajo y
tenga la capacidad necesaria, en
función de los riesgos a que estén
expuestos los trabajadores y la peli-
grosidad de las actividades, con el
alcance que se determine en las
disposiciones a que se refiere el ar-
tículo 6.1.e) de esta Ley. La misma
posibilidad se reconoce al empresa-
rio que, cumpliendo tales requisitos,
ocupe hasta 25 trabajadores, siem-
pre y cuando la empresa disponga
de un único centro de trabajo.".
Es decir, que la posibilidad de "auto-
gestión" que hasta entonces estaba
reservada a los "microempresarios"
que ocupaban hasta 10 trabajado-
res, podía ampliarse a los que ocu-
pen, en un mismo centro de trabajo,
a un máximo de 25 personas. Lógi-
camente, esta "autogestión" se de-
berá desarrollar de acuerdo con los
requisitos establecidos en estos ca-
sos, como puede ser la adecuada
formación del empresario y la pre-
sencia continua en el centro de tra-
bajo.

OPINIONES
Ya en su día escribí que, según mi
punto de vista, una simplificación de
cargas administrativas para este ti-
po de empresas puede resultar po-
sitiva, ya que, muy probablemente,
conducirá al pequeño empresario a
tener que integrar necesariamente
la prevención de riesgos laborales

en el conjunto de su gestión. Otra
cuestión a debatir es el alcance de
esta "simplificación" de cargas ad-
ministrativas.
Indudablemente, dicho empresario
deberá poder contar con la presta-
ción externa de servicios para los
cuales no puede ni debe estar pre-
parado, como es el caso de la reali-
zación de mediciones puntuales de
cualquier tipo (higiénicas, ergonómi-
cas o psicosociales) o bien el ejerci-
cio de la vigilancia de la salud. De-
bemos tener en cuenta que, en la
práctica, una organización con 25
trabajadores en un mismo centro de
trabajo, deja de ser una pequeña
empresa y, en algunas provincias de
este país, incluso es considerada
como una "gran empresa".
El sindicato CCOO ya mostró su re-
chazo al contenido de la modifica-
ción de la normativa, denunciando

que el Gobierno ha realizado estos
cambios sin contar con la preceptiva
opinión de los agentes sociales pre-
sentes en la Comisión Nacional de
Seguridad y Salud en el Trabajo.
Según Pedro Linares, secretario de
Salud Laboral y Medio Ambiente de
la Confederación Sindical de
CCOO, "se trata de una estrategia
equivocada, ineficaz e inadmisible"
y que sólo contribuirá a una dismi-
nución de la calidad de la preven-
ción.
También UGT rechazó la Ley por
considerarla una medida "discrimi-
natoria", ya que los trabajadores se
verán amparados por la prevención
dependiendo del tamaño de su em-
presa.

LA PRÁCTICA
La experiencia práctica prueba que
las pequeñas empresas tienen difi-
cultades para cumplir con los requi-
sitos actuales de los estándares de
seguridad, especialmente aquellos
relacionados con la gestión siste-
mática de la salud y seguridad.
Diversas investigaciones demues-
tran que los riesgos para la seguri-
dad en las empresas pequeñas son
más altos que los de las empresas
más grandes. Las organizaciones
de menor tamaño tienen un riesgo
más alto de sufrir accidentes graves
y los peligros físicos y químicos
también son más serios que en las
organizaciones que cuentan con un
mayor número de trabajadores.
Los problemas en las empresas pe-
queñas son causados, en gran me-
dida, por los recursos limitados de
gestión. En muchos casos, es el
dueño el que debe encargarse de
todas las actividades de gestión, a
menudo también de la administra-
ción y, a veces, incluso ser parte de
las actividades de producción. Por
lo tanto, es difícil para los gerentes
encontrar tiempo para las activida-
des de salud y seguridad y, en oca-
siones, también para adquirir el co-

Debemos tener en cuenta
que, en la práctica, una

organización con 25
trabajadores en un mismo
centro de trabajo, deja de
ser una pequeña empresa

y, en algunas provincias de
este país, incluso es

considerada como una
‘gran empresa’.
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nocimiento necesario. 

RECURSOS
Las dificultades de implementar un
sistema de gestión de la prevención
para las pequeñas empresas, gene-
ralmente con menos recursos y, en
ocasiones, con un menor nivel de
formación de sus integrantes, exige
un esfuerzo adicional por parte de
las Administraciones públicas. 
También la Ley 14/2013 de apoyo a
los emprendedores, añade a la Ley
de Prevención de Riesgos Labora-
les una Disposición adicional con la
siguiente redacción:
"Disposición adicional decimosépti-
ma. Asesoramiento técnico a las
empresas de hasta veinticinco tra-
bajadores.
En cumplimiento del apartado 5 del
artículo 5 y de los artículos 7 y 8
de esta Ley, el Ministerio de
Empleo y Seguridad Social y el
Instituto Nacional de Seguri-
dad e Higiene en el Trabajo,
en colaboración con las Co-
munidades Autónomas, pres-
tará un asesoramiento técnico
específico en materia de segu-
ridad y salud en el trabajo a las
empresas de hasta veinticinco
trabajadores.
Esta actuación consistirá en el dise-
ño y puesta en marcha de un  siste-
ma dirigido a facilitar al empresario
el asesoramiento necesario para la
organización de sus actividades
preventivas, impulsando el cumpli-
miento efectivo de las obligaciones
preventivas de forma simplificada.".
Independientemente que debere-
mos tener claro cuáles son las Ad-
ministraciones públicas competen-
tes en materia laboral en cada Co-
munidad Autónoma, así como los
sistemas que realmente faciliten al
empresario un asesoramiento efi-
ciente, desde la Administración
Central hace ya tiempo que  se
apostó por la simplificación y reduc-
ción de cargas administrativas para

las empresas promoviendo la apli-
cación "Prevención10.es", (la cual
deberemos empezar a denominar
"Prevención25.es") para que pudie-
ran ellas mismas realizar el plan de
actividades preventivas, la evalua-
ción de riesgos laborales y la planifi-
cación de la actividad preventiva; y
cuya impresión documental tendrá
eficacia plena a efectos del cumpli-
miento de las obligaciones docu-
mentales establecidas en el artículo
23 de la Ley de Prevención de Ries-
gos Laborales.
En mi opinión, considero que, antes
de seguir alimentando la gestión de
este servicio dirigido a las microem-
presas españolas, se debería eva-
luar la eficacia y eficiencia del mis-
mo hasta el momento, a través del
nivel de utilización por los usuarios
de los distintos servicios que inte-
gran "Prevención10.es". Si los re-
sultados de esta evaluación se hi-
cieran públicos, podría, sin duda,
constatarse que los fondos dedica-
dos a este fin son de una elevada
rentabilidad social.

COLABORACIÓN
Por último, creo que sería absurdo
no aprovechar los recursos existen-
tes en las Mutuas de Accidentes de
Trabajo y Enfermedades Profesio-
nales de la Seguridad Social para
facilitar a los empresarios la auto-
gestión en materia de Prevención
de Riesgos Laborales.
Estoy seguro, que los técnicos de
prevención de las Mutuas podría-
mos proporcionarles el asesora-
miento adecuado y conseguir que
se produzca, tal y como se cita en el
preámbulo de la Ley, "un cambio de
mentalidad en el que la sociedad
valore más la actividad emprende-
dora y la asunción de riesgos".
Pero que esa "asunción de riesgos"
se lleve a cabo en su justa medida.
Sobre todo, cuando hablamos de
los riesgos para la salud.

“Estoy seguro, que los
técnicos de prevención de

las Mutuas podríamos
proporcionarles el

asesoramiento adecuado y
conseguir que se produzca,

tal y como se cita en el
preámbulo de la Ley, "un

cambio de mentalidad en el
que la sociedad valore más
la actividad emprendedora
y la asunción de riesgos”
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Tribunal Constitucional Pleno, A
12-2-2014, nº 43/2014, BOE 60/2014,
de 11 de marzo de 2014, rec.
3801/2013

ANTECEDENTES DE HECHO 
PRIMERO.- El 20 de junio de 2013  el
Juzgado de lo Social nº 34 de Madrid,
plantea cuestión de inconstitucionali-
dad respecto a las siguientes disposi-
ciones: de un lado, el Real Decreto-
ley 3/2012, de 10 de febrero, de medi-
das urgentes para la reforma del mer-
cado laboral, globalmente considera-
do, y en particular, por lo que se refie-
re a su capítulo IV y la disposición
transitoria quinta, por posible lesión
del art. 86.1 CE, en relación con el art.
1.3 CE; de otro, la disposición transi-
toria quinta del citado Real Decreto-
ley 3/2012, por presunta vulneración
de los arts. 9.3 y 24.1 CE; y finalmen-
te, el art. 18.Ocho de dicho Real De-
creto-ley 3/2012, por posible contra-
dicción con los arts. 9.3 y 24.1 CE, en
relación con el art. 35.1 CE.
SEGUNDO.- Los antecedentes de he-
cho de la presente cuestión de in-
constitucionalidad son, en síntesis,
los siguientes:
a) El día 7 de agosto de 2012, Dª Mi-
lagros presentó demanda de despido
frente a Digitex Informática S.L., tras
haber recibido notificación de que,
con efectos de 30 de junio de 2012,
quedaba extinguido su contrato de
trabajo por obra o servicio determina-
do. En dicha demanda se solicitaba al
Juzgado de lo Social que la referida
extinción contractual fuera declarada
despido improcedente. 
b) Tras la celebración del acto del jui-
cio el día 30 de enero de 2013, con-
cluso el procedimiento y dentro del
plazo para dictar sentencia, el Magis-
trado-Juez dictó providencia en la
misma fecha -30 de enero de 2013-,
por la que, conforme a lo dispuesto en

el art. 35 de la Ley Orgánica del Tribu-
nal Constitucional (en adelante,
LOTC), acordó oír a las partes , a fin
de que pudieren pronunciarse sobre
la pertinencia de plantear cuestión de
inconstitucionalidad o sobre el fondo
de ésta. En este escrito, el Magistra-
do-Juez comenzaba explicando que,
en el caso enjuiciado, la extinción de-
bía ser calificada judicialmente como
despido improcedente, aduciendo las
razones que a su juicio conducen a
esta calificación, y asimismo, también
indicaba que, de acuerdo con la fecha
de efectos de la extinción -30 de junio
de 2012-, las consecuencias de dicha
calificación de improcedencia son las
previstas en la Ley del Estatuto de los
Trabajadores (en adelante, LET), en
la redacción dada por el Real Decre-
to-ley 3/2012.
La providencia concretaba las nor-
mas cuya constitucionalidad se
cuestiona y los preceptos que se
suponen infringidos: en primer lu-
gar, exponía que el Real Decreto-
ley 3/2012, globalmente considera-
do, resulta lesivo de los arts. 1.3 y
86.1 CE; en segundo término, indi-
caba que la disposición transitoria
quinta del Real Decreto-ley 3/2012
vulnera los arts. 9.3 y 24.1 CE; y fi-
nalmente, hacía asimismo alusión
a la contravención por parte del art.
18.Ocho del Real Decreto-ley
3/2012 de los arts. 9.3 y 24.1 CE, en
relación con el art. 35.1 CE. La pro-
videncia fundamentaba estas du-
das de constitucionalidad en térmi-
nos similares a la argumentación
ofrecida en el posterior Auto de
planteamiento de la cuestión, de 11
de abril de 2013.
Por ello acordó elevar cuestión de in-
constitucionalidad ante el Tribunal
Constitucional, respecto a las siguien-
tes disposiciones: de un lado, el Real
Decreto-ley 3/2012, globalmente con-

siderado, y en particular, por lo que se
refiere a su capítulo IV y la disposi-
ción transitoria quinta, por posible le-
sión del art. 86.1 CE, en relación con
el art. 1.3 CE; de otro, la disposición
transitoria quinta del citado Real De-
creto-ley 3/2012, por presunta vulne-
ración de los arts. 9.3 y 24.1 CE; y fi-
nalmente, el art. 18.Ocho de dicho
Real Decreto-ley 3/2012, por posible
contradicción de los arts. 9.3 y 24.1
CE, en relación con el art. 35.1 CE.
En dicho Auto, tras afirmar que el
planteamiento de la cuestión de in-
constitucionalidad no impide al órga-
no judicial pronunciarse sobre la califi-
cación del despido y los efectos de tal
calificación (opción e indemnización) -
con cita del ATC 313/1996-, se orde-
naba asimismo se citara a las partes a
comparecencia a fin de adoptar medi-
das no nucleares. Dicha comparecen-
cia tuvo lugar el 12 de junio de 2013.
TERCERO.-. A continuación, el Auto
pasa a razonar sobre los preceptos
cuya constitucionalidad se cuestiona
y los preceptos eventualmente infrin-
gidos:
a) En primer lugar, el Magistrado-Juez
expresa su duda de constitucionali-
dad respecto al Real Decreto-ley
3/2012, globalmente considerado, y
en particular, por lo que se refiere a su
capítulo IV y la disposición transitoria
quinta, por vulnerar el art. 86.1 CE, en
relación con el art. 1.3 CE. Con rela-
ción a este punto, considera que el
Real Decreto-ley 3/2012 se inscribe
en una práctica gubernamental de
abandono del carácter parlamenta-
rio de la forma política del Estado
español que se define en el art. 1.3
CE y que erige a las Cortes en el
sujeto ordinario de la tarea legisla-
tiva, por lo que incide en desvia-
ción de poder y es fuente de inse-
guridad jurídica. Asimismo, el Magis-
trado-Juez alega que el Real Decreto-

REFORMA LABORAL. TRAMITACIÓN DE URGENCIA. INDEMNIZACIÓN
POR DESPIDO IMPROCEDENTE. SALARIOS DE TRAMITACIÓN. EL TC

DECLARA LA LEGALIDAD DE LA REFORMA LABORAL. LA SALA
JUSTIFICA EL USO DEL DECRETO LEY PARA SU APROBACIÓN. 

Señala que la norma impugnada ha optado por la fórmula, ya utilizada, de reducir la indemniza-
ción por despido improcedente de 45 a 33 días por año trabajado con un máximo de 24 mensuali-
dades, para supuestos posteriores a su entrada en vigor, como vía de incentivación del empleo y
eficiencia del mercado laboral que no produce discriminación alguna. Vulnera las exigencias del
principio de igualdad. Afirma asimismo que discriminar el pago de salarios de tramitación, según
se cobre la indemnización o se reingrese en la empresa, no supone una diferencia de trato des-

proporcionada o irrazonable.
Formulan voto particular el Magistrado el Magistrado D. Juan Antonio Xiol Ríos y el Magistrado D.
Fernando Valdés Dal-Ré, al que se adhieren la Magistrada Dª Adela Asua Batarrita y el Magistrado

D. Luis Ignacio Ortega Álvarez.
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ley 3/2012 no responde, a su juicio, a
una extraordinaria y urgente necesi-
dad que justifique la adopción de dis-
posiciones legislativas provisionales,
como así lo acredita su pronta sustitu-
ción por la Ley 3/2012, de 6 de julio, y
la nula incidencia en la realidad social
en el período transcurrido entre am-
bas fechas, que es en definitiva lo que
legitima el uso de la excepción, ha-
biendo declarado la doctrina constitu-
cional que no basta la búsqueda de la
inmediatez en la eficacia de la norma
excepcional.
En tal sentido indica que los datos
económicos más relevantes se agra-
varon en ese período entre normas,
siendo más tardíamente y con motivo
de la actuación comunitaria cuando la
prima de riesgo se moderó, mientras
que el desempleo ha continuado in-
crementándose. Con apoyo en datos
estadísticos y previsiones de la OC-
DE, el Magistrado-Juez afirma que no
ha habido efectos a corto plazo, que
sería la justificación de los Decretos
Leyes, ni los ha habido ni los va a ha-
ber a medio plazo. En el plano formal,
tampoco el Juzgador aprecia que
concurra el requisito habilitante exigi-
do en el art. 86.1 CE, que la doctrina
constitucional ha glosado mediante la
distinción de dos aspectos: por un la-
do, los motivos tenidos en cuenta por
el Gobierno, explicitados usualmente
en el preámbulo del Real Decreto-ley;
y por otro, la necesaria conexión en-
tre la situación de urgente necesidad
y la concreta medida adoptada para
subvenir a la misma. Al respecto, el
Auto da cuenta de las afirmaciones
contenidas en el epígrafe I del Pre-
ámbulo del Real Decreto-ley
3/2012, tachando algunas de ellas
de incomprensibles. ,
En concreto, respecto a las referen-
cias de la Exposición de Motivos a la
supresión del "despido exprés", seña-
la que lo que, en realidad, hace la nor-
ma es crear un despido "superex-
prés", tan expeditivo para el trabaja-
dor como el anterior, sin que en cam-
bio lo sea para el empresario, que
puede postergar el abono de la in-
demnización hasta sentencia judicial,
sin devengo de salarios de tramita-
ción, ni coste adicional alguno, indi-
cando el Magistrado-Juez que los de-
fectos que el Preámbulo dice querer
evitar con la nueva decisión normati-
va, lejos de mitigarse, se agravan: a
su juicio, se genera mayor inseguri-
dad en los trabajadores; las decisio-
nes empresariales se seguirán to-
mando con base al cálculo económico
-sólo que ahora este arrojará cifras in-
feriores-; se ofrecen menos posibili-
dades de impugnación; y asimismo
afirma que, en cuanto a la inclinación
de los empresarios a decantarse por
despidos improcedentes, el Preámbu-
lo olvida que esta calificación con fre-
cuencia no es voluntaria sino conse-
cuencia de la impericia empresarial, y
que los costes procesales no judicia-

les en la extinción por causas objeti-
vas son muy elevados (minutas de
abogados y peritos), de modo que a
menor diferencia entre la extinción
objetiva procedente (20 días por año)
y el despido disciplinario improceden-
te (33 días por año), siempre el em-
presario se decantará por éste, cues-
tionando asimismo, por su falta de re-
lación, la imputación a los salarios de
tramitación de que los despidos disci-
plinarios sean más frecuentes que las
extinciones por causas objetivas.
Segundo, porque el acceso a la
prestación de desempleo desde el
momento de la efectividad de la ex-
tinción no es nuevo en nuestro or-
denamiento, sin que dicho acceso
resulte automático, pues requiere
período de carencia y que la pres-
tación no se haya agotado en perío-
dos de suspensión contractual an-
teriores.
Tercero, porque no se impide con ab-
soluta seguridad que la supresión de
los salarios de tramitación también se
esté utilizando al servicio de estrate-
gias de dilación procesal; y por últi-
mo, porque la socialización de los
salarios de trámite no es argumen-
to para su supresión, sino que
abunda en su mantenimiento. En
definitiva, el Auto concluye que, igual
que ocurrió con el Real Decreto-ley
5/2002, de 24 de mayo, frente al que
se presentaron recursos de inconsti-
tucionalidad estimados por STC de 28
de marzo de 2007, también respecto
al Real Decreto-ley 3/2012 debe
adoptarse la misma resolución anula-
toria, en atención a las siguientes ra-
zones: de un lado, porque los argu-
mentos utilizados en el Preámbulo re-
sultan marcadamente teóricos, ambi-
guos y abstractos, sin que se ofrez-
can los motivos reales y concretos, no
bastando las remisiones a las debili-
dades del modelo laboral español, a
la gravedad de la crisis, a los proble-
mas del mercado de trabajo español,
al requerimiento de una reforma de
envergadura, a la eficiencia del mer-
cado o a la reducción de la dualidad
laboral, …; de otro lado, porque en
ningún momento se ha justificado la
concurrencia del presupuesto habili-
tante, esto es, la situación de urgente
y extraordinaria necesidad, que en al-
gún momento se llega a confundir con
la conveniencia del cambio de criterio
"por uno más adecuado"; asimismo,
tampoco se acredita la conexión entre
esa situación de necesidad y las me-
didas concretas, hasta el punto de
que cuando se abordan éstas la expo-
sición resulta contradictoria y no ajus-
tada a la realidad; y finalmente, por-
que el procedimiento legislativo utili-
zado no pretendía otra finalidad que
la "inmediatividad" de las medidas,
sin que tal deseo pueda justificar el
empleo de este provisional y especial
medio legislativo.
b) La segunda duda de constitucio-
nalidad expresada en el Auto se re-

fiere a la disposición transitoria
quinta del Real Decreto-ley 3/2012,
con relación a lo dispuesto en el
art. 18.Siete del Real Decreto-ley
3/2012, por vulnerar los arts. 9.3 y
24.1 CE. Tras exponer el contenido
de esta nueva normativa y señalar
que con ella se reduce de manera
significativa la cuantía de las in-
demnizaciones por despido impro-
cedente, el Magistrado-Juez afirma
que la norma de aplicación es arbi-
traria por cuatro consideraciones.
Primero, porque se continúa una tra-
dición legal de indemnizaciones tasa-
das, que se fijan en atención exclusi-
va a dos criterios -tiempo de presta-
ción de servicios y salario-, sin mar-
gen para que el juez pueda estable-
cerlas con arreglo a lo que se acredite
en el proceso. Al respecto, alega la
doctrina establecida en la STC
181/2000, de 29 de junio -dictada en
relación con el Baremo de indemniza-
ciones por responsabilidad civil por
accidentes de tráfico, anexo a la Ley
de ordenación del contrato de seguro
y que el Auto considera también apli-
cable a "la responsabilidad contrac-
tual de las Cías aseguradoras"-, po-
niendo de relieve que, conforme a
ella, las indemnizaciones con arreglo
a baremo sólo son de aplicación a los
supuestos de daños y perjuicios que
proceden de responsabilidad objetiva,
cuasi objetiva o por riesgo, pues, de
concurrir dolo o culpa relevante, el
Juez no está vinculado por el Baremo
porque la fijación de indemnizaciones
está reservada a la función judicial,
siendo lo procedente, en tal caso, la
restitución íntegra o lo más próxima
posible al equivalente a los daños y
perjuicios sufridos, sin límites legales
en forma de baremos o indemnizacio-
nes tasadas.
Segundo, porque las indemnizacio-
nes por daños y perjuicios derivadas
de dolo o culpa relevante han de con-
siderar todos los criterios posibles
que conduzcan al establecimiento de
una justa compensación, resultando
arbitrario que se indemnice por esos
dos criterios exclusivos cuando son
infinitos los factores que pueden in-
fluir en una superior liquidación de los
daños y perjuicios (edad, ser mujer o
víctima de violencia, formación, disca-
pacidad,…).
En su opinión, tal afirmación queda

ratificada por la indemnización adicio-
nal de quince días por año prevista en
el art. 281.2 de la Ley reguladora de
la jurisdicción social, que es otra con-
creción de esa insuficiencia compen-
sadora del solo abono de los salarios
dejados de percibir. Es relevante, in-
dica, que el Convenio 158 de la Orga-
nización Internacional del Trabajo (en
adelante, OIT) establece que las in-
demnizaciones por despido injustifi-
cado deben ser "adecuadas" (art. 10),
concepto que no se satisface cuando
el criterio de referencia es la avaricia
empresarial o el criterio subjetivo de
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un Gobierno, ya que la adecuación ha
de referenciarse objetivamente res-
pecto de los daños y perjuicios que
un injusto e injustificado incumpli-
miento determina en el acreedor
apreciados judicialmente.
Asimismo, destaca que, conforme al
art. 12 de dicho Convenio de la OIT,
las indemnizaciones por extinción in-
justificada han de establecerse "en
función, entre otros, del tiempo de
servicios y del monto del salario", por
lo que la fijación de indemnizaciones
en función de esos dos exclusivos cri-
terios, con olvido del inciso "entre
otros", vulnera el claro tenor de la nor-
ma.
Tercero, porque la noma reduce las
cuantías sin referencia al único crite-
rio válido que es el de equivalencia
entre los daños y perjuicios sufridos
por el trabajador injustamente despe-
dido y la cuantía del resarcimiento.
En tal sentido alega que si los da-
ños y perjuicios derivados de res-
ponsabilidad civil contractual o ex-
tracontractual cuando media dolo
o culpa relevante han de ser com-
pensados con tendencia a la inte-
gridad, la única posibilidad de re-
ducción de la indemnización es la
minoración de los daños y perjui-
cios sufridos en cada caso singular,
por lo que las reducciones universa-
les con eficacia general contradicen
el carácter esencialmente "causídico"
de las indemnizaciones por daños y
perjuicios por responsabilidad dolosa
o relevantemente culposa.
Cuarto, porque el sistema transitorio
establecido en el Real Decreto-ley
3/2012 raya en el absurdo, pregun-
tándose "cómo explicar, sin incurrir en
el cinismo más absoluto, que en la in-
demnización de un despido producido
después de 12 de febrero de 2012 el
mes anterior a ésta fecha se valore
en 3,75 días mientras que el mes si-
guiente (hasta el 12 de marzo de
2012) "valga" 2,75 días". Al respecto,
el Magistrado-Juez se interroga sobre
la relación que guardan estas magni-
tudes con el damnum emergens o el
pretium doloris de un trabajador des-
pedido injustamente, o sobre cómo
explicar que, a partir de determinada
antigüedad, la valoración de los da-
ños y perjuicios se "congele", y que
antes se hiciera con una compensa-
ción de 42 mensualidades y ahora
con 24. De las anteriores considera-
ciones se infieren , claras vulneracio-
nes del art. 9.3 CE, relativo a la inter-
dicción de la arbitrariedad, y del art.
24.1 CE, ya que la tutela dispensada
por sentencia no podrá ser efectiva,
sino parcial y meramente nominal.
En tal sentido, alega que, de querer
decir algo, lo que el tenor del art. 35.2
CE afirma es que los derechos de los
trabajadores han de ser regulados en
una norma especial y más favorable,
porque el precepto ha de integrarse
en su contexto, como concreción del

Estado social y democrático de Dere-
cho (art. 1.1). En consecuencia, con-
cluye, las indemnizaciones tasadas
no pueden desempeñar otro papel
que el de representar un criterio in-
demnizatorio subsidiario o un suelo
reparador, que no puede obstar la
adecuada satisfacción de los daños y
perjuicios sufridos.
c) Como tercera duda de constitucio-
nalidad, el Auto se refiere al art.
18.Ocho del Real Decreto-ley 3/2012,
por vulneración de los arts. 9.3 y 24.1
CE, en relación con el art. 35.1 CE
Desde la perspectiva del art. 9.3 CE
(interdicción de la arbitrariedad), el
Magistrado-Juez indica que el
art. 18.Ocho Real Decre-
to-ley 3/2012 da
nueva redacción
al art. 56.2 LET,
que, según expo-
ne, queda redac-
tado en términos
de que sólo en el
supuesto de que
se opte por la re-
admisión, el traba-
jador tendrá dere-
cho a los salarios
de tramitación.
Tras destacar
que, bajo la
anterior
normati-
va, tal de-
recho a
salarios
de tramita-
ción se reco-
nocía también
en la opción del
empresario in-
cumplidor por
la indemniza-
ción, el Auto
expone las si-

guientes conclusio-
nes:
Asimismo, entiende el Magistrado-
Juez, que el principio de
integridad/adecuación indemnizatoria
también resulta vulnerado cuando el
empleador opta por la readmisión, por
cuanto el precepto sólo contempla la
readmisión y el abono de los salarios
dejados de percibir, con el relevante
olvido de que el despido ha podido
producir daños (daño emergente y
daños morales) en el ámbito perso-
nal, familiar y patrimonial del trabaja-
dor que no se compensan en forma
alguna, con lo que esta "infracompen-
sación" estimula un incremento de los
despidos y extinciones especulativas.
Finalmente, el Auto recuerda que, con
ocasión del Real Decreto-ley 5/2002,
el Tribunal Constitucional ya procedió
a desestimar las alegaciones de que
la supresión de los salarios de trami-
tación en el despido improcedente
cuando se opta por la extinción in-
demnizada y no por la readmisión re-
sulta contraria al art. 14 CE (SSTC

84/2008 y 122/2008).
Por tales razones, el Magistrado-Juez
considera que o bien no hay tutela ju-
dicial o, si pudiera entenderse exis-
tente, no es efectiva. Por lo que se re-
fiere al art. 35 CE, y tras recordar la
jurisprudencia constitucional sobre el
alcance del derecho al trabajo y algu-
nas de las exigencias derivadas del
Convenio núm. 158 de la OIT, el Auto
concluye que este derecho constitu-
cional comprende la readmisión en
caso de que el despido se declare in-
justificado, siendo tradicional y racio-
nal que la indemnización sea en

nuestro ordenamiento labo-
ral la segunda opción. En
cambio, considera, que
la norma cuestionada al-
tera este orden, por
cuanto que, al penalizar
la readmisión con la
carga empresarial de
abonar los salarios de
tramitación -y su coti-
zación a la Seguri-
dad Social- se de-
sincentiva esta
opción, favore-
ciendo, en cam-
bio, que el empre-
sario se decante

por la rescisión in-
demnizada y, por

tanto, por la extin-
ción contractual.

En definitiva, con-
cluye, no hay

justificación obje-
tiva y razonable del

desproporcionado sacrificio
del principio "pro labore", sin que en
la Exposición de Motivos del Real De-
creto-ley 3/2012 exista explicación de
la disparidad de tratamiento del des-
pido disciplinario improcedente con
opción por la readmisión.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
Ante todo lo expuesto por el Juzgado
de lo Social, el Tribunal Constitucio-
nal, establece en su sentencia lo si-
guiente:
En primer lugar, respecto a la duda

relativa a la eventual vulneración del
art. 86.1 CE en relación con el art. 1.3
CE, y que por lo ya explicado ha de
quedar circunscrita a la disposición
transitoria quinta en su apartado 2 y al
art. 18.Ocho del Real Decreto-ley
3/2012, el órgano promotor funda-
menta su alegación tanto en la afir-
mación de que no concurre una situa-
ción de extraordinaria y urgente nece-
sidad, como en la consideración de
que las normas cuestionadas conlle-
van, no sólo una afectación, sino una
vulneración de derechos y libertades
fundamentales incluidos en el Título I
de la Constitución:
En concreto, hemos afirmado que ese
control externo que compete a este
Tribunal alcanza a la constatación de
las dos siguientes exigencias:
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a) Por un lado, el requisito de que la
definición por los órganos políticos de
una situación de extraordinaria y ur-
gente necesidad "sea explícita y razo-
nada", siendo criterio de la jurispru-
dencia constitucional que "el examen
de la concurrencia del citado presu-
puesto habilitante de la "extraordina-
ria y urgente necesidad" siempre se
ha de llevar a cabo mediante la valo-
ración conjunta de todos aquellos fac-
tores que determinaron al Gobierno a
dictar la disposición legal excepcio-
nal.
b) La necesidad de que "exista una
conexión de sentido o relación de
adecuación entre la situación definida
que constituye el presupuesto habili-
tante y las medidas que en el decreto-
ley se adoptan, de manera que estas
últimas guarden una relación directa o
de congruencia con la situación que
se trata de afrontar" (por todas, STC
137/2011, de 14 de septiembre, o
SSTC 1/2012, de 13 de enero,
39/2013, de 14 de febrero. Pues bien,
ambas exigencias concurren en el
Real Decreto-ley 3/2012  en relación
con los preceptos cuestionados en el
presente proceso:
En este contexto, se destaca, "la cri-
sis económica ha puesto en evidencia
la insostenibilidad del modelo laboral
español", poniendo de relieve los pro-
blemas de nuestro mercado de traba-
jo, que "requieren una reforma de en-
vergadura, que,…, continúa siendo
reclamada por todas las instituciones
económicas mundiales y europeas
que han analizado nuestra situación,
por los mercados internacionales que
contemplan la situación de nuestro
mercado de trabajo con enorme desa-
sosiego y, sobre todo, por los datos
de nuestra realidad laboral, que es-
conden verdaderos dramas huma-
nos". Tras subrayar que la gravedad
de la situación económica y de em-
pleo descrita exige adoptar dicha re-
forma de manera inmediata, a fin de
proporcionar a los operadores econó-
micos y laborales un horizonte de se-
guridad jurídica y confianza que lleve
a recuperar el empleo, expresamente
se afirma en la Exposición de Motivos
que "la extraordinaria y urgente nece-
sidad que exige el artículo 86 de la
Constitución Española  para legislar
mediante real decreto-ley se justifica
por la situación del mercado laboral
español.
Este real decreto-ley  pretende crear
las condiciones necesarias para que
la economía española pueda volver a
crear empleo y así generar la seguri-
dad necesaria para trabajadores y
empresarios, para mercados e inver-
sores". Con posterioridad, en el deba-
te parlamentario de convalidación del
Real Decreto-ley, también la Ministra
de Empleo y Seguridad Social, en su
intervención, insistió en la necesidad
de la reforma laboral a la vista de la
situación actual de nuestro mercado
de trabajo y de las cifras de paro, y

efectuó un repaso general de los ob-
jetivos perseguidos con las nuevas
medidas. De manera específica, entre
las distintas instituciones laborales
que son objeto de la reforma, el apar-
tado V de la Exposición de Motivos se
centra en las modificaciones introdu-
cidas sobre la extinción del contrato
de trabajo, con el objetivo, se dice,
"de incrementar la eficiencia del mer-
cado de trabajo y reducir la dualidad
laboral".
Por ello, el presente real decreto-ley
generaliza para todos los despidos
improcedentes la indemnización de
33 días con un tope de 24 mensuali-
dades que se ha venido previendo pa-
ra los despidos objetivos improceden-
tes de trabajadores con contrato de
fomento de la contratación indefinida.
Con esta generalización se suprime
esta modalidad contractual, que se
había desnaturalizado enormemente
tras la última ampliación de los colec-
tivos con los que se podía celebrar di-
cho contrato. Las nuevas reglas sobre
la indemnización por despido impro-
cedente se aplican a los contratos ce-
lebrados a partir de la entrada en vi-
gor del presente real decreto-ley. Pa-
ra el caso de los contratos celebrados
con anterioridad a dicha fecha, la in-
demnización se seguirá calculando
de acuerdo con las reglas anterior-
mente vigentes, si bien tan sólo con
respecto al tiempo de servicios pres-
tados antes de la entrada en vigor de
esta norma. Para el tiempo de servi-
cios restante, se tendrán en cuenta la
nueva cuantía de 33 días por año de
servicio.
Con estas reglas, se es respetuoso
con el principio de igualdad ante la
ley consagrado en el artículo 14 de
la Constitución Española, al tiempo
que se tienen en cuenta las expec-
tativas indemnizatorias de los tra-
bajadores con contrato en vigor".
Asimismo, en relación con el nuevo
régimen de los salarios de tramita-
ción, además de explicar las razones
de la supresión del "despido exprés" -
aspecto al que también alude la Mi-
nistra en el debate parlamentario de
convalidación-, la Exposición de Moti-
vos se refiere a otra de las previsio-
nes específicamente cuestionadas en
este procedimiento -el derecho a su
percepción en la opción empresarial
por la readmisión en los despidos im-
procedentes, aduciendo las razones
por las que el pago de esta cuantía no
se extiende a la opción indemnizato-
ria:
"En caso de los despidos improce-
dentes en los que el empresario opte
por la indemnización, el no abono de
los salarios de tramitación se justifica
en que el tiempo de duración del pro-
ceso judicial no parece un criterio
adecuado para compensar el perjui-
cio que supone la pérdida del empleo,
pudiendo, además, el trabajador ac-
ceder a la prestación de desempleo
desde el mismo momento en que tie-

ne efectividad la decisión extintiva.
Por lo demás, los salarios de tramita-
ción actúan en ocasiones como un in-
centivo para estrategias procesales
dilatorias, con el añadido de que los
mismos acaban convirtiéndose en un
coste parcialmente socializado, dada
la previsión de que el empresario po-
drá reclamar al Estado la parte de di-
chos salarios que exceda de 60 días".
A la vista de los elementos exami-
nados, debemos dar por satisfecho
el requisito de que el Gobierno ha-
ya explicado las razones de extra-
ordinaria y urgente necesidad que
han motivado la reforma mediante
Real Decreto-ley de las consecuen-
cias legales derivadas del despido
improcedente que son objeto de la
presente cuestión de inconstitucio-
nalidad.
A este respecto ya hemos declara-
do en otros pronunciamientos que
el Real Decreto-ley representa un
instrumento constitucionalmente
lícito para el tratamiento de "co-
yunturas económicas problemáti-
cas", expresión en la que sin duda
se ubica la situación que el Real
Decreto-ley 3/2012 En consecuen-
cia, en atención a las razones y cifras
expuestas en dicho Preámbulo sobre
la gravedad de la crisis y su inciden-
cia sobre el empleo y la situación del
mercado de trabajo en España, he-
mos de concluir que la apreciación
por el Gobierno de la situación de ex-
traordinaria y urgente necesidad en
este caso no resulta abusiva o arbitra-
ria, sino que encaja dentro de los su-
puestos en que este Tribunal ha con-
siderado legítima la utilización del Re-
al Decreto-ley , esto es, "todos aque-
llos casos en que hay que alcanzar
los objetivos marcados para la gober-
nación del país, que, por circunstan-
cias difíciles o imposibles de prever,
requieren una acción normativa inme-
diata o en que las coyunturas econó-
micas exigen una rápida respuesta"
(STC 6/1983, de 4 de febrero, FJ 5; o
SSTC 225/1993, de 8 de julio, FJ 4;
137/2011, de 14 de septiembre.
En este caso, también ambas exigen-
cias son apreciables en las normas
cuestionadas del Real Decreto-ley
3/2012 . Desde la primera perspectiva
-el contenido-, no es posible descono-
cer la inevitable interconexión que
existe entre todas las instituciones
propias de la relación laboral -contra-
tación, extinción, etc-, y que impide
examinar aisladamente cada una de
las previsiones, sin atender a una va-
loración integral y de conjunto. Expre-
siva en este sentido es la afirmación
que se hace en la propia Exposición
de Motivos del Real Decreto-ley ,
cuando indica que "la extraordinaria y
urgente necesidad que exige el artí-
culo 86 de la Constitución Española
para legislar mediante real decreto-
ley resultan predicables de manera in-
dividualizada respecto de cada una
de las medidas que se adoptan pero,
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de manera especial, del conjunto que
integran",.
De manera específica, esa visión uni-
taria debe realizarse, sin duda, res-
pecto a todo el conjunto de la institu-
ción de despido. En esta materia, a la
vista de la grave situación de crisis
económica del país y de las altas ta-
sas de desempleo, la reforma introdu-
cida por el Real Decreto-ley 3/2012
está orientada, entre otros objetivos y
según se deduce de su Exposición de
Motivos, a reducir los costes del des-
pido como medida necesaria para
mejorar la eficiencia del mercado de
trabajo. Pues bien, al margen de la
valoración que desde otras perspecti-
vas pudiera merecer, no parece dis-
cutible que la decisión de reducir la in-
demnización en los despidos impro-
cedentes, sin abono en esta opción -
como regla general- de salarios de
tramitación, contribuye al abarata-
miento del precio del despido para el
empresario y, asimismo, favorece la
limitación del gasto público, por cuan-
to, en tales casos, el Estado no habrá
de hacerse cargo del pago de salarios
de tramitación en los supuestos pre-
vistos en el art. 57.1 LET -esto es, y
según la normativa vigente al apro-
barse el Real Decreto-ley 3/2012 , por
el tiempo que exceda de sesenta días
hábiles desde la presentación de la
demanda hasta que se dicte la sen-
tencia que declare la improcedencia
del despido, cifra que se ha incremen-
tado a noventa días hábiles tras la
aprobación del Real Decreto-ley
20/2012, de 13 de julio -.
En suma, por las razones expuestas,
hemos de concluir que, dentro del jui-
cio político o de oportunidad que co-
rresponde al Gobierno y al Congreso
de los Diputados, y sin apreciarse
abuso o arbitrariedad, el Real Decre-
to-ley 3/2012  satisface las exigen-
cias, requeridas por la jurisprudencia
constitucional, de haber explicitado y
razonado la existencia de una situa-
ción de extraordinaria y urgente nece-
sidad, así como la conexión de senti-
do existente entre esa situación y las
medidas adoptadas en los preceptos
que son objeto de esta cuestión de in-
constitucionalidad.
B) A la misma conclusión ha de llegar-
se respecto a la segunda de las razo-
nes invocadas para denunciar la le-
sión del art. 86.1 CE, esto es, el in-
cumplimiento por las normas cuestio-
nadas de los límites materiales fijados
a los Reales Decretos-ley en dicho
precepto constitucional: en concreto,
la prohibición de afectar a los dere-
chos, deberes y libertades regulados
en el Título I de la Constitución. Con
relación a este límite, este Tribunal ha
manifestado que "no cabe una inter-
pretación de esa restricción que su-
ponga el vaciamiento de la figura del
Decreto-ley, y su inutilidad absoluta,
lo que resultaría del otorgamiento al
verbo "afectar" de un contenido literal
amplísimo (STC A partir de esta idea,

en otros pronunciamientos hemos se-
ñalado que "el decreto-ley "no puede
alterar ni el régimen general ni los ele-
mentos esenciales?" de los citados
derechos (STC 100/2012, de 8 de
mayo, FJ 9; STC 329/2005, de 15 de
diciembre, FFJJ 8 y 9; ATC 85/2011,
de 7 de junio.  De nuestra jurispruden-
cia se deduce que, pese a la lectura
restrictiva realizada de la prohibición
de afectar prevista en el art. 86.1 CE,
este límite no queda constreñido a los
supuestos de contravención del con-
tenido esencial de los derechos del
Título I -merecedores de reproche au-
tónomo en todo caso-. Sin embargo,
en el caso que ahora nos ocupa, y
tras aludir al tenor del art. 86.1 CE, el
Magistrado-Juez se limita a afirmar
que, en el presente supuesto, hay no
sólo una afectación sino una vulnera-
ción de derechos y libertades funda-
mentales incluidos en el Título Prime-
ro de la Constitución -en concreto,
arts. 9.3, 24.1 y 35.1 CE-, remitiéndo-
se en este punto a su posterior argu-
mentación sobre la conculcación de
estos preceptos constitucionales por
la disposición transitoria quinta y el
art. 18.Ocho del Real Decreto-ley
3/2012. No se incluye, en cambio, en
el Auto un razonamiento que justifique
la "afectación" de derechos del Título
I de la Constitución  por motivos dis-
tintos a su directa vulneración, siendo
oportuno recordar que "cuando lo que
está en juego es la depuración del Or-
denamiento jurídico se impone al ór-
gano judicial la carga, no sólo de abrir
la vía para que el Tribunal pueda pro-
nunciarse, sino también de colaborar
con la justicia constitucional mediante
un pormenorizado análisis de las gra-
ves cuestiones que se suscitan, y en
los casos en que esta carga no se sa-
tisface puede hablarse de la falta de
observancia de la diligencia procesal-
mente exigible" (STC 90/2009, de 20
de abril, o SSTC 245/2004, de 16 de
diciembre, 3 y 4; 100/2012, de 8 de
mayo, 60/2013, de 13 de marzo.
QUINTO.- En cuanto a la primera de
las previsiones específicas cuestiona-
das -el apartado 2 de la disposición
transitoria quinta del Real Decreto-ley
3/2012 , ya hemos señalado que, en
esta norma, el legislador establece un
sistema de cálculo dual de la indemni-
zación por despido improcedente pa-
ra los contratos formalizados con an-
terioridad a la entrada en vigor de di-
cho Real Decreto-ley: en concreto, el
precepto indica que respecto al perío-
do de prestación de servicios anterior
a la entrada en vigor de dicha norma,
la indemnización se calculará a razón
de 45 días de salario por año de servi-
cio -esto es, se respeta el criterio pre-
viamente vigente-; y para el tiempo
posterior a la entrada en vigor del Re-
al Decreto-ley 3/2012, la indemniza-
ción se calcula a razón de 33 días de
salario por año de servicio -esto es,
se aplica la nueva cuantía introducida
en el art. 56.1 LET por el citado Real

Decreto-ley-. A ello añade la disposi-
ción cuestionada que "el importe in-
demnizatorio resultante no podrá ser
superior a 720 días de salario, salvo
que del cálculo de la indemnización
por el periodo anterior a la entrada en
vigor de este real decreto-ley resulta-
se un número de días superior, en cu-
yo caso se aplicará éste como impor-
te indemnizatorio máximo, sin que di-
cho importe pueda ser superior a 42
mensualidades, en ningún caso".
Conforme al Auto de planteamiento
de la cuestión, dicha previsión contra-
viene los arts. 9.3 y 24.1 CE.
A) Por lo que se refiere al art. 9.3 CE,
el órgano promotor considera que la
citada norma legal resulta arbitraria
en atención, básicamente, al carácter
tasado de la indemnización por despi-
do improcedente, establecida legal-
mente sólo en atención a dos factores
-tiempo de prestación de servicios y
salario-, sin proporcionar la restitución
íntegra de los daños y perjuicios sufri-
dos, y sin margen judicial para su fija-
ción, poniendo también en entredi-
cho, de manera específica, la razona-
bilidad de los criterios de tasación es-
tablecidos en el sistema dual de cál-
culo previsto en la disposición cues-
tionada. Con relación a esta duda de
constitucionalidad hemos de recordar
que, conforme a reiterada jurispru-
dencia constitucional, nuestro control
sobre la interdicción de arbitrariedad
"ha de centrarse en verificar si tal pre-
cepto establece una discriminación,
pues la discriminación entraña siem-
pre una arbitrariedad, o bien si, aun
no estableciéndola, carece de toda
explicación racional, lo que también
evidentemente supondría una arbitra-
riedad, sin que sea pertinente realizar
un análisis a fondo de todas las moti-
vaciones posibles de la norma y de
todas sus eventuales consecuencias"
(por todas, STC 19/2012, de 15 de fe-
brero, o STC 20/2013, de 31 de ene-
ro, ). En este caso, ni uno ni otro pre-
supuesto concurren en la previsión
cuestionada.
a) En cuanto al primero de los facto-
res a verificar, no puede considerarse
discriminatorio el criterio de cálculo
establecido en el apartado 2 de la dis-
posición transitoria quinta del Real
Decreto-ley 3/2012 que no prevé dife-
rencias entre los trabajadores com-
prendidos en el supuesto regulado. 
Por tal razón, ha de descartarse que
exista vulneración del principio de no
discriminación, de la misma manera
que tampoco la hay del principio de
igualdad, por cuanto no estamos ante
un término de comparación válido.
Tampoco puede afirmarse que la nor-
ma cuestionada carece de explica-
ción racional. En este punto, de entra-
da hemos de valorar la específica ale-
gación del órgano promotor de que,
conforme a la STC 181/2000, el juez
no está vinculado al baremo cuando
concurra dolo o culpa, no pudiendo la
indemnización quedar limitada legal-
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mente.
Al respecto, hay que tener en cuenta
las particularidades del supuesto en-
juiciado en este pronunciamiento, dic-
tado en materia de responsabilidad ci-
vil extracontractual por daños ocasio-
nados como consecuencia de la cir-
culación de vehículos a motor, y en el
que, según se dijo, "el presupuesto
obligado de partida" venía constituido
"por el hecho de que los bienes lesio-
nados por el acto antijurídico son del
máximo rango constitucional (ex art.
15 CE ), y que la limitación indemni-
zatoria establecida por el sistema le-
gal comporta, correlativamente, una
desprotección de los aludidos bienes
de la personalidad" (FJ 16). En el ca-
so que ahora nos ocupa, en cambio,
nos encontramos ante un supuesto
de responsabilidad derivada del con-
trato de trabajo y en el que el bien en
juego no es, evidentemente, el dere-
cho a la vida y a la integridad, sino el
derecho al trabajo ex art. 35.1 CE, de-
biendo ser abordada la cuestión des-
de la perspectiva de este derecho
constitucional, a efectos de dar res-
puesta a las diversas consideraciones
incluidas en el Auto. Recordemos que
el art. 35.2 CE remite a "la ley" la re-
gulación de un estatuto de los trabaja-
dores, siendo, pues, el legislador el
encargado de determinar su conteni-
do y alcance. En tal sentido, por parte
del Tribunal Constitucional se ha afir-
mado que el ámbito de las relaciones
de trabajo a que se refiere el art. 35
CE constituye una esfera "cuya confi-
guración se defiere al legislador"
(STC 20/1994, de 27 de enero, FJ 2),
con la consecuencia de que dentro de
dicha configuración legal queda in-
cluida la determinación de las técni-
cas y alcance de la reacción frente a
la extinción del contrato de trabajo.
Así, en algunos pronunciamientos re-
lativos a la relación laboral se ha afir-
mado que "corresponde al legislador
determinar las justas causas de extin-
ción del contrato, así como fijar sus
efectos" (ATC 57/1985, de 24 de ene-
ro,  y ATC 429/1983, de 28 de sep-
tiembre, . Con relación a dicha regula-
ción, hemos señalado que "tanto exi-
gencias constitucionales, como com-
promisos internacionales, hacen que
rija entre nosotros el principio general
de la limitación legal del despido, así
como su sujeción para su licitud a
condiciones de fondo y de forma", si
bien, "ello no quiere decir que, como
poder empresarial, la facultad de des-
pido no se enmarque dentro de los
poderes que el ordenamiento conce-
de al empresario para la gestión de su
empresa y que, por ello, su regulación
no haya de tener en cuenta también
las exigencias derivadas del reconoci-
miento constitucional de la libertad de
empresa y de la defensa de la pro-
ductividad, pero lo que resulta claro
es que no puede deducirse de esa li-
bertad de empresa… un principio de
libertad ad nutum de despido, dada la

necesaria concordancia que debe es-
tablecerse entre los arts. 35.1 y 38 CE
y, sobre todo, el principio de Estado
social y democrático de Derecho"
(STC 192/2003, de 27 de octubre
Por ello, como limitación a la facultad
empresarial de extinción, hemos pre-
cisado que el derecho al trabajo ex
art. 35.1 CE conlleva el derecho "a la
continuidad o estabilidad en el em-
pleo, es decir, a no ser despedidos si
no existe una justa causa" (SSTC
22/1981, de 2 de julio, y que, asimis-
mo, "la inexistencia de una reacción
adecuada contra el despido o cese
debilitaría peligrosamente la consis-
tencia del derecho al trabajo y vacia-
ría al Derecho que lo regula de su fun-
ción tuitiva" (STC 20/1994, de 27 de
enero, FJ 2). También el art. 30 de la
Carta de los derechos fundamentales
de la Unión Europea reconoce a todo
trabajador el derecho a "protección en
caso de despido injustificado, de con-
formidad con el Derecho de la Unión y
con las legislaciones y prácticas na-
cionales". En nuestro ordenamiento,
siempre con respeto a estas exigen-
cias, la determinación de esa reac-
ción o protección queda dentro, por lo
ya dicho, del ámbito de configuración
del legislador, quien legítimamente
puede disponer que, en los despidos
declarados improcedentes, el empre-
sario quede sujeto a la opción entre
readmitir al trabajador o abonarle una
indemnización adecuada, posibilidad
esta última largamente reconocida en
nuestro ordenamiento laboral (STC
103/1990, de 4 de junio
Pues bien, a tal facultad otorgada al
legislador responde el criterio de fija-
ción de la indemnización por despido
improcedente establecido en el cues-
tionado apartado 2 de la disposición
transitoria quinta del Real Decreto-ley
3/2012 , sin que pueda apreciarse ar-
bitrariedad en ninguno de los aspec-
tos señalados. 
Pues bien, con un razonamiento aná-
logo al seguido en la propia STC
181/2000 (FJ 13), no es posible afir-
mar que la opción del legislador en fa-
vor de un sistema legal de indemniza-
ción tasada por despido se encuentre
falta de fundamento, en atención a las
razones que pueden justificar objeti-
vamente la elección de este sistema:
en concreto, la eliminación de las difi-
cultades de prueba de los daños por
parte del trabajador, o la unificación
de los criterios a aplicar por el juez y
la simplificación del cálculo judicial,
así como la certeza y seguridad jurídi-
ca. Lo mismo cabe decir respecto a la
determinación de los factores de cál-
culo que, dentro de su libertad de
configuración, ha elegido el legislador
para determinar la indemnización
adecuada al despido improcedente.
No es irrazonable atender al salario y
tiempo de servicios del trabajador en
la empresa como elementos de com-
pensación, ni desde luego tampoco lo
es que sobre estos elementos se apli-

que un factor multiplicador prefijado
por la ley que, en atención a la culpa-
bilidad del empresario en la extinción,
resulta superior en los despidos im-
procedentes -en la norma cuestiona-
da, 45 ó 33 días- que en los despidos
colectivos u objetivos procedentes -
20 días (arts. 51.4 y 53.1 LET
Por su parte, tampoco esta fórmula le-
gal se opone al Convenio núm. 158
de la OIT, cuyo art. 10 -que, pese a la
adicional referencia del órgano pro-
motor al art. 12, es el aplicable a los
supuestos de extinción contractual in-
justificada- se limita a disponer, entre
otras posibilidades, el pago de "una
indemnización adecuada", sin preci-
sar los elementos de determinación. 
Finalmente, respecto a las variacio-
nes introducidas por el Real Decreto-
ley 3/2012 en el factor multiplicador y
en el tope máximo de la indemniza-
ción por despido improcedente  y que
encuentran reflejo en el cuestionado
apartado 2 de la disposición transito-
ria quinta, también hemos de negar la
arbitrariedad que, según el órgano
proponente, concurre en la decisión
legislativa de asignar a estos elemen-
tos una magnitud distinta antes y des-
pués de la citada norma, no cuestio-
nándose directamente en el Auto la
suficiencia de los valores numéricos
otorgados, sino sólo su carácter tasa-
do y su modificación. A este respecto,
basta reiterar que, como ya antes he-
mos indicado, la posibilidad de atri-
buir valores tasados a los elementos
de cálculo de la indemnización ade-
cuada por despido improcedente, así
como la de proceder a su revisión
normativa, son facultades que que-
dan dentro de la libertad de configura-
ción atribuida al legislador por el art.
35.2 CE . En todo caso, junto a lo di-
cho, resulta de interés recordar que el
establecimiento a partir del Real De-
creto-ley 3/2012 de una indemniza-
ción por despido improcedente de 33
días de salario con tope de 24 men-
sualidades no constituye una crea-
ción novedosa de esta norma.
Por el contrario, como fruto de un
Acuerdo Interconfederal para la Esta-
bilidad del Empleo suscrito por las or-
ganizaciones sindicales y empresa-
riales más representativas, esta in-
demnización se introdujo en nuestro
ordenamiento en 1997 para los despi-
dos objetivos improcedentes recaídos
sobre trabajadores vinculados por
contratos para el fomento de la con-
tratación indefinida (Real Decreto-ley
8/1997  Ley 63/1997. Con posteriori-
dad, por Ley 35/2010 , el legislador
procedió a extender la aplicación de
esta indemnización, al ampliar -hasta
casi su generalización- el ámbito sub-
jetivo de la citada modalidad contrac-
tual. Lo que, por tanto, hizo después
el Real Decreto-ley 3/2012 es procla-
mar normativamente que esta misma
indemnización es la que corresponde
en todo caso en los despidos impro-
cedentes para períodos de servicio

adebate JUNIO 2014 sentencias con nota especial

José Moreno Hernández. GRADUADO SOCIAL



b o l e t í n  i n f o r m a t i v o 31

posteriores a su entrada en vigor. En
la Exposición de Motivos , la medida
se justifica como instrumento para
mejorar la eficiencia del mercado de
trabajo y reducir la dualidad laboral,
dado que el mantenimiento de la in-
demnización de 45 días "acentúa de-
masiado la brecha existente entre el
coste de la extinción del contrato
temporal y el indefinido", además de
actuar como elemento distorsionador
para la competitividad de las empre-
sas.
En definitiva, atendidas las anterio-

res consideraciones, no cabe apre-
ciar que el contenido del apartado 2
de la disposición transitoria quinta
arezca de explicación racional, de ahí
que, no incurriendo tampoco en dis-
criminación, hayamos de considerar
infundada la denuncia de arbitrarie-
dad planteada por el órgano propo-
nente. Como reiteradamente hemos
puesto de manifiesto, "si el poder le-
gislativo opta por una configuración
legal de una determinada materia o
sector del Ordenamiento no es sufi-
ciente la mera discrepancia política
para tachar a la norma de arbitraria,
confundiendo lo que es arbitrio legíti-
mo con capricho, inconsecuencia o
incoherencia creadores de desigual-
dad o distorsión en los efectos lega-
les" (por todas, STC 19/2012, de 15
de febrero, o STC 174/2013, de 10 de
octubre.
B) La misma falta de fundamento se
aprecia en la alegación del Auto de
planteamiento de que la tutela judicial
otorgada con apoyo en el apartado 2
de la disposición transitoria quinta del
Real Decreto-ley 3/2012 no podrá ser
efectiva, sino parcial y meramente
nominal, con la consiguiente vulnera-
ción del art. 24.1 CE  Al margen de lo
ya dicho hasta el momento, en res-
puesta a esta denuncia ha de tenerse
presente que el contenido del art.
24.1 CE se sitúa en un plano distinto
al de la determinación del régimen in-
demnizatorio de la extinción, sin que
quepa confundir el contenido material
de la protección frente al despido es-
tablecido legalmente en un momento
dado con la tutela efectiva que de
esa protección puede obtener el tra-
bajador en vía judicial. Desde esta
perspectiva, ningún impedimento
existe en la norma para que los traba-
jadores interpongan la correspon-
diente acción de despido ante los tri-
bunales y obtengan una sentencia en
que se declaren las consecuencias
previstas previamente por el legisla-
dor en función de la calificación de la
extinción. Como ya dijera el Tribunal
Constitucional en otra ocasión, tam-
bién en relación con la corresponden-
cia entre los efectos legales del des-
pido y el art. 24.1 CE, la previsión
cuestionada "tampoco afecta en nada
a la igualdad procesal de las partes ni
menoscaba la función jurisdiccional,
dirigida a enjuiciar la procedencia,
improcedencia o nulidad de la deci-

sión extintiva, estando taxativamente
fijadas en la norma las consecuen-
cias en cada uno de los casos de la
decisión judicial" (STC 84/2008, de
21 de julio, FJ 8; y STC 122/2008, de
20 de octubre..
SEXTO.- Alcanzadas las anteriores
conclusiones, corresponde ahora
examinar la segunda de las normas
específicas cuestionadas en el pre-
sente procedimiento: esto es, el art.
18.Ocho del Real Decreto-ley 3/2012
, por el que se da nueva redacción al
art. 56.2 LET, en el que se establece
que, en la opción por la readmisión
de los despidos improcedentes, el
trabajador tendrá derecho a percibir
salarios de tramitación, respecto a
los que fija los criterios de cuantifica-
ción. A juicio del órgano promotor, la
norma resulta nuevamente contraria
a los arts. 9.3 y 24.1 CE, en este caso
en relación con el art. 35.1 CE, ha-
ciendo girar su argumentación alre-
dedor de dos puntos: por un lado, las
diferencias existentes con el régimen
legal de la opción indemnizatoria; y
por otro, en sus alegaciones relativas
al art. 9.3 CE alude también a la insu-
ficiencia resarcitoria que en su opi-
nión deriva del régimen legal de read-
misión establecido. A) Por lo que al
primer aspecto se refiere, la argu-
mentación del Auto contra la adecua-
ción constitucional de la norma cues-
tionada tiene como principal presu-
puesto el hecho de que, a diferencia
de lo previsto en la normativa previa,
el Real Decreto-ley 3/2012 no exige,
como regla general, que la opción por
la indemnización en los despidos im-
procedentes vaya acompañada del
pago de salarios de tramitación.
Además, ya antes se ha recordado
que la Exposición de Motivos  explica
las razones por las que el legislador
justifica la supresión de los salarios
de tramitación en la opción indemni-
zatoria -básicamente, la inadecua-
ción de la duración del proceso judi-
cial como criterio de compensación
del perjuicio por la pérdida de em-
pleo, su posible efecto incentivador
de estrategias procesales dilatorias,
y su carácter de coste parcialmente
socializado ante la posibilidad del
empresario de reclamar una parte de
dichos salarios al Estado-. Por tanto,
cabe rechazar los reproches de arbi-
trariedad .
Al margen de que en la normativa
previa ya se preveía la posibilidad de
que, optando por la indemnización, el
empresario quedara exonerado del
pago de los salarios de tramitación
mediante la fórmula del "despido ex-
prés", tampoco desde este enfoque
carece la norma de explicación razo-
nable, en atención a la distinta situa-
ción en que queda el contrato en ca-
da una de las opciones a elegir por el
empresario, según hemos tenido ya
ocasión de declarar en pronuncia-
mientos anteriores. En efecto, tal jus-
tificación ya fue admitida por el Tribu-

nal Constitucional al resolver diver-
sos recursos de amparo presentados
en relación con una medida legislati-
va similar, introducida mediante Real
Decreto-ley 5/2002 , en la que tam-
bién el legislador decidió limitar el pa-
go de salarios de tramitación a la op-
ción por la readmisión y no extender-
los a la opción por la indemnización.
Por entonces, el Tribunal declaró la
adecuación constitucional de esta
previsión por no apreciar vulneración
de los arts. 14 y 24.1 CE (SSTC
84/2008, de 21 de julio ; 122/2008, de
20 de octubre; 142  y 143/2008, de
31 de octubre ; 85/2009, de 18 de fe-
brero. Pues bien, en lo que ahora in-
teresa, a efectos de rechazar lesión
del principio de igualdad ex art. 14
CE, en estos pronunciamientos se in-
dicó que las situaciones traídas a
comparación -readmisión o extinción
indemnizada- "no son, en modo algu-
no, homogéneas, sino, antes al con-
trario, radicalmente diferentes.
En uno de los casos se mantiene en
vigor la relación laboral entre empre-
sa y trabajador, entendiendo, a partir
de la declaración de improcedencia
del despido y de la opción por la re-
admisión, que dicha relación se ha
mantenido igualmente en vigor, sin
solución de continuidad, entre las fe-
chas del despido y la readmisión. En
el segundo de los casos, la relación
laboral queda definitivamente extin-
guida con efectos de la fecha del
despido". Ante estos presupuestos
distintos, el reconocimiento de sala-
rios de tramitación en la opción por la
readmisión y su omisión en la opción
por la indemnización no suponía, a
juicio del Tribunal, una diferencia de
trato desproporcionada o irrazonable,
sino que "constituye una opción que
el legislador ordinario puede legítima-
mente adoptar sin vulnerar las exi-
gencias del principio de igualdad, 
Asimismo tampoco cabe apreciar ar-
bitrariedad en el precepto cuestiona-
do por el hecho de que el legislador
haya decidido reconocer salarios de
tramitación, tanto en la readmisión
como en la opción indemnizatoria,
cuando el despido improcedente re-
cae sobre representantes de los tra-
bajadores (art. 56.4 LET ). 
b) El Auto de planteamiento también
considera que el art. 18.Ocho del Re-
al Decreto-ley 3/2012 (art. 56.2 LET)
vulnera la tutela judicial efectiva (art.
24.1 CE), en atención a dos argu-
mentos:
a) Por lesión del principio de seguri-
dad jurídica, pues entiende que, ini-
ciado el procedimiento judicial, el tra-
bajador desconoce, no ya si va a ser
indemnizado o readmitido, sino los
conceptos de la indemnización y su
extensión.
b) Por entender que se produce una
desigualdad esencial en el procedi-
miento y tutela dispensada por el
Juez, al permitir la ley que sea el em-
presario el que determine la extensión
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de su propia condena -mayor en la
opción por la readmisión (pago de
salarios de tramitación) y menor en
la opción por la indemnización (sin
salarios de tramitación)-. Estas ale-
gaciones coinciden con las que fue-
ron contestadas en la STC 84/2008,
de 21 de julio , en relación con la si-
milar regulación de los salarios de
tramitación efectuada por el Real
Decreto-ley 5/2002 . En esta Sen-
tencia, el Tribunal desestimó las ci-
tadas alegaciones, siendo posible
trasladar aquí la solución y argu-
mentación que entonces se dio.
Respecto al principio de seguridad
jurídica, y tras repasar las exigen-
cias que en la jurisprudencia consti-
tucional comporta este principio, el
Tribunal Constitucional afirmó que
"no se advierte, sin embargo, que la
regulación cuestionada vulnere el
derecho a la tutela judicial efectiva
de la demandante desde la perspec-
tiva del principio de seguridad jurídi-
ca. La norma analizada posee un
contenido claro y preciso, estando
plenamente determinados los posi-
bles efectos de la decisión judicial
sobre la impugnación del despido,
según quede acreditado o no el in-
cumplimiento contractual alegado
por el empresario en su comunica-
ción extintiva, así como el contenido
y efectos del derecho empresarial
de opción en caso de que el despido
sea declarado improcedente" (STC
84/2008.
c) También el Auto de planteamiento
expone que la decisión de que la re-
admisión vaya acompañada del pa-
go de salarios de tramitación -y su
cotización a la Seguridad Social- y
la indemnización no, incentiva la
rescisión contractual indemnizada,
lo que actúa en contra de la promo-
ción del empleo y del derecho al tra-
bajo reconocido en el art. 35.1 CE,
sin que exista justificación objetiva y
razonable del desproporcionado sa-
crificio del principio "pro labore". Es-
ta lesión del derecho constitucional
invocado no resulta, sin embargo,
apreciable. En pronunciamientos
previos, este Tribunal ya ha desta-
cado que el derecho al trabajo no se
agota en la libertad de trabajar, sino
que supone también el derecho a un
puesto de trabajo, que se caracteri-
za por presentar una doble dimen-
sión: colectiva e individual (SSTC
22/1981, de 2 de julio, 109/2003, de
5 de junio. En su vertiente colectiva
-reflejada en el art. 40.1 CE-, el de-
recho al trabajo implica "un manda-
to a los poderes públicos para que
lleven a cabo una política de pleno
empleo, pues en otro caso el ejerci-
cio del derecho al trabajo por una
parte de la población lleva consigo
la negación de ese mismo derecho
para otra parte de la misma" (STC
22/1981.
En su vertiente individual -reconoci-
da en el art. 35.1 CE-, el derecho al
trabajo se concreta "en el igual de-

recho de todos a un determinado
puesto de trabajo si se cumplen los
requisitos necesarios de capacita-
ción", y asimismo, y por lo que aho-
ra interesa, ya antes hemos recor-
dado que conlleva también "el dere-
cho a la continuidad o estabilidad en
el empleo, es decir, a no ser despe-
didos si no existe una justa causa"
(STC 22/1981. Con relación a este
último contenido del derecho al tra-
bajo, en el fundamento jurídico
quinto hemos puesto de relieve que
"la inexistencia de una reacción
adecuada contra el despido o cese
debilitaría peligrosamente la consis-
tencia del derecho al trabajo y va-
ciaría al Derecho que lo regula de
su función tuitiva" (STC 20/1994, de
27 de enero. Pero asimismo, hemos
indicado que la determinación de
las técnicas y alcance de esa reac-
ción adecuada frente al despido
queda dentro del ámbito de configu-
ración deferido al legislador por el
art. 35.2 CE. A partir de estos presu-
puestos, la duda de constitucionali-
dad planteada carece de sustento.
En ejercicio de esa libertad configu-
radora, el Real Decreto-ley 3/2012
decidió mantener en los despidos
improcedentes la tradicional opción
entre la readmisión del trabajador
con abono de los salarios de trami-
tación -y el consiguiente deber de
cotización ex art. 209.6 de la Ley
General de la Seguridad Social  - o
el pago de una indemnización eco-
nómica adecuada, alternativa esta
última que, como ya hemos razona-
do en el fundamento jurídico quinto,
resulta conforme con el derecho al
trabajo ex art. 35.1 CE y con el art.
10 del Convenio núm. 158 de la OIT.
Además, el alegado efecto incenti-
vador de la extinción como conse-
cuencia de exigir salarios de trami-
tación en la reincorporación y no en
la indemnización no deja de ser una
presunción del órgano promotor, pe-
ro que en ningún caso constituye
una consecuencia necesaria del
precepto cuestionado, sin que en
ningún momento quede impedida la
posibilidad de optar por la readmi-
sión. Por el contrario, mantenida por
el citado Real Decreto-ley  la clásica
opción entre readmisión o indemni-
zación, en la elección entre una u
otra podrán valorarse por el empre-
sario aspectos muy diversos, sin
que el coste de los salarios de tra-
mitación en la readmisión -cuyo al-
cance, además, queda limitado ex
art. 57 LET- sea el único factor a
considerar ni conduzca automática-
mente a decantarse por el pago de
la indemnización, cuya cuantía, cal-
culada en atención al salario y anti-
güedad de cada trabajador, consti-
tuirá otro de los posibles elementos
a tener en cuenta en la decisión de
cada caso concreto. Estas conside-
raciones, unidas a las ya efectuadas
en apartados anteriores, llevan,
pues, a no apreciar fundamento en

la denuncia relativa a la no adecua-
ción al art. 35 CE  del art. 18.Ocho
del Real Decreto-ley 3/2012.
B) Finalmente, en relación también
con este mismo art. 18.Ocho del
Real Decreto-ley 3/2012 (art. 56.2
LET), el Auto de planteamiento ex-
presa una nueva duda de constitu-
cionalidad, pero ahora, ya no relati-
va a la opción indemnizatoria y sus
diferencias con la readmisión, sino
centrada con carácter autónomo en
las consecuencias de esta última al-
ternativa. En concreto, desde la
perspectiva de la interdicción de la
arbitrariedad ex art. 9.3 CE, el órga-
no promotor cuestiona la adecua-
ción del citado precepto legal por
considerar que el principio de inte-
gridad y adecuación indemnizatoria
queda conculcado desde el momen-
to en que, en la alternativa por la re-
admisión, la norma sólo exige la
reincorporación al trabajo y el abo-
no de los salarios dejados de perci-
bir, pero sin contemplar otros posi-
bles daños que el despido ha podi-
do producir, dando lugar a lo que
denomina una "infracompensación"
que estimula un incremento de los
despidos. Tampoco, sin embargo,
cabe acoger este reproche dirigido
al precepto cuestionado, que no ha-
ce sino reiterar el mismo régimen de
readmisión en los despidos impro-
cedentes que ha venido rigiendo en
nuestro ordenamiento desde hace
años: esto es, el reconocimiento del
derecho de reincorporación con
abono de salarios de tramitación.
Nuevamente hemos de señalar que
el establecimiento de otras conse-
cuencias adicionales en un despido
improcedente queda dentro de la ya
referida libertad de configuración le-
gal derivada del art. 35.2 CE  , sin
que desde la perspectiva constitu-
cional merezca ningún reproche que
el legislador laboral no haya hecho
mención a otras cantidades indem-
nizatorias concretas. 
La previsión cuestionada, por tanto,
no resulta arbitraria, y la idea de
que la no inclusión de indemnizacio-
nes adicionales incrementa los des-
pidos constituye de nuevo una pre-
sunción del órgano promotor. 
Por lo expuesto, el Pleno acuerda

FALLO 
Inadmitir a trámite la presente cues-
tión de inconstitucionalidad. Publí-
quese este Auto en el "Boletín Ofi-
cial del Estado".

VOTO PARTICULAR 
Voto particular que formula el Ma-
gistrado D. Fernando Valdés Dal-Ré
al Auto dictado en la Cuestión de In-
constitucionalidad núm. 3801-2013,
promovida por el Juzgado de lo So-
cial núm. 34 de Madrid, y al que se
adhieren la Magistrada Dª Adela
Asua Batarrita y el Magistrado D.
Luis Ignacio Ortega Álvarez.
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Contratas de la Administración del Estado. 
Cesión Ilegal
TSJ Región de Murcia Sala de lo Social, sec. 1ª, S 31-3-
2014, nº 287/2014, rec. 883/2013 Contratas de la adminis-
tración del Estado. Cesión ilegal. El TSJ estima el rec. de su-
plicación de la trabajadora, declara la existencia de cesión ile-
gal y la improcedencia del despido. Cuando se trata de empre-
sas reales, con organización propia, la actuación empresarial
en el marco de la contrata, o del negocio jurídico que da so-
porte a la cesión de trabajadores, es un elemento esencial pa-
ra la calificación, aunque excepcionalmente, el ejercicio formal
del poder de dirección empresarial por el contratista no sea su-
ficiente para eliminar la cesión si se llega a la conclusión que
aquel no es más que un delegado de la empresa principal.
Acoso laboral requisitos para que reconocer su
existencia en el ámbito laboral.
TSJ Región de Murcia Sala de lo Social, sec. 1ª, S 24-3-
2014, nº 240/2014, rec. 868/2013 Derechos fundamentales.
Acoso laboral. El TSJ desestima el rec. de suplicación de la
trabajadora y rechaza la vulneración de derechos fundamenta-
les. El acoso moral consiste en una situación de hostigamiento
a un trabajador frente al cual se desarrollan actitudes de vio-
lencia física o sicológica de forma prolongada que conducen a
su extrañamiento social en el marco laboral, le causan altera-
ciones psicosomáticas de ansiedad y, en ocasiones consiguen
el abandono del trabajador del empleo al no poder soportar el
estrés al que se encuentra sometido.
Recargo en la prestaciones por el accidente de
trabajo.  Obligación de la empresa de vigilar y su-
pervisar la actividad del trabajador para evitar el
posible comportamiento imprudente.
TSJ Región de Murcia Sala de lo Social, sec. 1ª, S 24-3-
2014, nº 267/2014, rec. 870/2013 Accidente de trabajo.
Omisión de medidas de seguridad. Recargo de prestaciones.
El Tribunal desestima el recurso de suplicación del trabajador,
confirmando la responsabilidad por omisión de medidas de se-
guridad, con imposición del recargo del 30% sobre las presta-
ciones económicas, absolviendo a la otra empresa codeman-
dada y a la TGSS. La empresa ha omitido las medidas de se-
guridad e higiene en el trabajo exigidas, pues el accidente se
produjo debido a la conducta negligente del trabajador, pero
ello no implica una desobediencia al mandato recibido, pues la
empleadora debió de vigilar y supervisar la actividad del traba-
jador para evitar el posible comportamiento imprudente del
mismo por desconocimiento o exceso de confianza, como asíl
lo exige el art. 15.4 LPRL.
El trabajador tiene derecho al complemento por
objetivos establecido por la empresa aunque se
encuentre en situación de I.T.
TSJ Región de Murcia Sala de lo Social, sec. 1ª, S 24-2-
2014, nº 117/2014, rec. 854/2013 ADIF. Complemento por
objetivos. El TSJ desestima el rec. de suplicación de la empre-
sa y confirma el derecho del trabajador en situación de IT al
abono del complemento. El carácter colectivo del cumplimiento
de los objetivos determina que si todos lo trabajadores partici-
pan en la consecución de los objetivos, también habrán de par-
ticipar en el reparto quienes, aun con sus contratos suspendi-
dos por imperativo del art. 45.1 c) ET, así mismo fueron toma-
dos en consideración para la determinación del grado o nivel de
productividad que luego ha dado lugar a la suma a repartir.

Extinción indemnizada de Contrato, incumpli-
miento sistemático de acuerdo por parte de la
empresa
TSJ Región de Murcia Sala de lo Social, sec. 1ª, S 24-2-
2014, nº 143/2014, rec. 920/2013 Resolución indemnizada
de contrato por retraso e impago de salarios. El TSJ estima el
rec. de suplicación del trabajador y declara la extinción del
contrato. La gravedad del incumplimiento empresarial no se
pueda mitigar por las dificultades de financiación que concu-
rren en la situación de crisis, cuando los trabajadores han
puesto de manifiesto su voluntad de adaptarse a las condicio-
nes de liquidez de la empresa mediante acuerdos incumplidos
sistemáticamente por la empresa.
Supresión complementos salariales por causas
económicas
TSJ Región de Murcia Sala de lo Social, sec. 1ª, S 17-2-
2014, nº 77/2014, rec. 797/2013. Administración local. Su-
presión de complementos salariales por causas económicas.
El TSJ desestima el rec. de suplicación de los representantes
de los trabajadores y convalida la supresión salarial. El art.
82.3 ET permite inaplicar las condiciones de trabajo previstas
en el convenio cuando concurran causas económicas, técni-
cas, organizativas o de producción. También el art. 32.2 EBEP,
tras la modificación introducida por el RDL 20/2012, permite
que los órganos de gobierno de las administraciones publicas
la modificación o suspensión del cumplimiento de los conve-
nios colectivos por causa grave de interés público derivada de
una alteración sustancial de las condiciones económicas.
Subrogación empresarial por cambio de contra-
tas de seguridad
TSJ Región de Murcia Sala de lo Social, sec. 1ª, S 20-1-
2014, nº 30/2014, rec. 262/2013. Cambio de contratas de
seguridad. Subrogación. El TSJ desestima el rec. de suplica-
ción de la empresa entrante y confirma su condena a recono-
cer las condiciones de trabajo en la empresa anterior. La obli-
gación de subrogación en las relaciones de trabajo surge, una
vez comprobado e! supuesto de hecho legal, por imperativo de
la ley, no por voluntaria asunción de la empresa sucesora.

Jurisprudencia
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IVA deducible por la compra de un pabellón in-
dustrial a pesar del tiempo transcurrido desde la
adquisición y el inicio de la actividad por cir-
cunstancias ajenas a su voluntad. 
Tribunal Supremo Sala 3ª, sec. 2ª, S 7-3-2014, rec.
61/2012. Anula, en unificación de doctrina, STSJ La
Rioja Sala de lo Contencioso-Administrativo de 12 ju-
lio 2011 (J2011/197971). Tributos. IVA. Deducciones. Se
estima el recurso interpuesto y se casa la sentencia recurri-
da, reconociendo la deducibilidad de las cuotas en la adquisi-
ción del pabellón industrial. Según doctrina europea, nos im-
pide considerar que sea esencial el lapso temporal transcurri-
do entre el inicio de las actividades preparatorias y el co-
mienzo efectivo de la actividad empresarial, a efectos de no
permitir la deducción. La ley señala un plazo preclusivo para
el comienzo de la actividad, siendo el criterio preferente a la
hora de proceder a la deducción del IVA soportado antes del
efectivo inicio de las operaciones gravadas la intención de
destinar los bienes o servicios adquiridos o recibidos a una
determinada actividad empresarial, por lo que nacido el dere-
cho sigue existiendo aunque la actividad económica conside-
rada no diera lugar a operaciones sujetas a gravamen o aun-
que el sujeto pasivo no hubiera podido utilizar los bienes en
operaciones sujetas al impuesto a causa de circunstancias
ajenas a su voluntad.
Las socios de las UTES pueden aplicar la impu-
tación que les corresponden en el ejercicio de
aprobación de las cuentas anuales correspon-
dientes,
Tribunal Supremo Sala 3ª, sec. 2ª, S
24-2-2014, rec. 3151/2010 STS Sala
3ª de 24 febrero 2014 ANULA SAN
Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo de 22 febrero 2010
(J2010/15230). Impuesto de Socie-
dades. Liquidación. El TS estima el
recurso interpuesto contra la senten-
cia dictada por la Audiencia Nacional,
que desestimó la reclamación econó-
mico-administrativa interpuesta contra
la liquidación por el concepto de Im-
puesto de Sociedades, ejercicio 1999, ya
que las UTES tributan en régimen de
transparencia fiscal, y, por tanto, no parece
haber inconvenientes en que su socios, que
a su vez no tengan la condición de socieda-
des transparentes, cual es el caso de la
recurrente, realicen la imputación en
el ejercicio de aprobación de las
cuentas anuales correspondien-
tes, es decir, en el ejercicio si-
guiente a aquel en que los re-
sultados tuvieron lugar, pues
es esta la regla general que se
induce del tenor literal del art.
76.2.b) de la Ley del Impuesto,
que únicamente establece la
excepción de imputación al
ejercicio de cierre, cuando a
ello se opte por la sociedad par-
ticipe.
Requerimiento de información sobre cuentas
bancarias. Requisitos
Tribunal Supremo Sala 3ª, sec. 2ª, S 17-3-2014, rec.
5149/2010. STS Sala 3ª de 17 marzo 2014. Anula

SAN Sala de lo Contencioso-Administrativo de 30 ju-
nio 2010 (J2010/135436). Cuentas bancarias. Requeri-
miento. El TS estima el recurso interpuesto contra la senten-
cia dictada por la Audiencia Nacional, que estimó la reclama-
ción instada contra el requerimiento de información de cuen-
tas bancarias, ya que el requerimiento previsto en el art.
111.1, para su validez, necesariamente debe estar motivado.
Motivación que debe responder a la exigencia legal de que la
información solicitada posea trascendencia tributaria, justifi-
cando la utilidad de la misma al fin específico para el que se
prevé y conteniendo la fundamentación adecuada que permi-
ta al interesado conocer las razones de la decisión, motiva-
ción que ocurría en el presente caso.
No es sancionable el exceso de deducibilidad de
las amortizaciones ya que las normas a aplicar
no son claras y requieren una interpretación. 
Audiencia Nacional Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo, sec. 2ª, S 30-1-2014, rec. 5/2011.  Tributos. IS. In-
fracciones y Sanciones. Se estima el recurso interpuesto,
anulando la sanción pecuniaria impuesta. Las conductas
sancionadas -amortización, provisión por depreciación de
cuentas del grupo, gastos insuficientemente documentados,
exceso en la deducción de cuotas de renting de determina-
dos vehículos, deducciones por actividad exportadora y
amortización y gastos de elementos no afectos a la actividad-
, han sido consideradas en muy numerosas resoluciones co-
mo no sancionables por ausencia de culpabilidad, ya que en
ciertos casos como las amortizaciones, los excesos en la de-
ducibilidad de cuotas de renting o la actividad exportadora,
no se puede afirmar con rotundidad que las normas sean cla-
ras y precisas exigiendo con frecuencia una actividad de in-
terpretación; la falta o la insuficiente documentación de deter-
minados gastos no resulta sancionable cuando no se pone
en duda su realidad, y la presunción de que la
entidad debería haber dispuesto de la in-
formación en relación a los cierres
definitivos de las empresas
del grupo, tampoco

puede ser ob-
jeto de

sanción
pues las

presunciones no
son sancionables.

Valoración de inmueble
en la liquidación de IAJD

TSJ Región de Murcia Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo, sec. 2ª, S 17-

2-2014, nº 128/2014, rec. 296/2010.
IAJD. Liquidación. El TSJ de Mur-

cia estima el recurso interpues-
to contra la Resolución del

TEAR, que desestimó la
reclamación económico-
administrativa presentada
contra la liquidación en
concepto de IAJD, ya que
el valor real de lo edifica-

do no puede conducir a la
valoración del inmueble como

resultado final de la obra nueva;
no es eso lo que se ha de valorar,

sino el coste de ejecución del mismo,
conceptos ambos (coste de ejecución

frente a valor del inmueble terminado) que no
tiene por qué coincidir, pues por ejemplo en la valoración del
inmueble pueden influir factores como la localización del
mismo o su uso que no tienen por qué afectar al coste de
ejecución).

FISCAL
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Como cada año aprovechamos la Cena de Navidad
para hacer entrega de los insignias de plata a los
asociados con 10 años de permanencia. Se hizo
entrega tambien de un diploma acreditativo a los
nuevos asociados del año 2.013 por su reciente in-
corporación a la asociación. Igualmente, durante el
acto se presentó la edición nº 24 de nuestra revista
‘A debate’.

CENA DE NAVIDAD 2013
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Durante el último semestre, las jornadas
y conferencias organizadas han contado
con la asistencia de numerosos Gradua-
dos Sociales, hecho éste que queda pa-
tente en las imágenes que se adjuntan.
Ello nos anima a seguir trabajando por y
para los Graduados Sociales de la Co-
marca de Cartagena.

SEGUIMOS MUY
ACTIVOS

Y MEJORANDO

adebate JUNIO 2014
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El 14 de mayo la Asociación celebró la
Clausura del IV Curso Páctico de Procedi-
miento Laboral. El curso organizado por la
Asociación y la UNED de Cartagena conto
con la inestimable colaboración de D. Faus-
tino Cavas coordinador del curso.

LAS ACTIVIDADES 
FORMATIVAS SE 

CONSOLIDAN
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